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Introducción 

n las últimas décadas, prácticamente todas las provincias adoptaron un sistema 

meritocrático, competitivo y abierto de selección de Jueces e Integrantes del Ministerio 

Público y cuentan con un órgano de características similares al Consejo de la Magistratura de 

la Nación, siguiendo los lineamientos  de la reforma de la Constitución Nacional de 1994, El 

sistema de selección adoptado tiene por finalidad garantizar que los candidatos cumplan con 

los más altos estándares de integridad moral, capacidad técnica e independencia frente a 

influencias tanto de los  poderes políticos como de las propias jerarquías del Poder Judicial.  

El proceso de selección de jueces tiene especial trascendencia institucional, a menudo ignorada 

por la comunidad: a diferencia de lo que sucede con el Poder Ejecutivo y el Poder Legislativo, 

los miembros del Poder Judicial, no obtienen su legitimidad a partir de un proceso de elección 

democrática.  

La legitimidad del Poder Judicial descansa en la Constitución y las cualidades de idoneidad de 

sus miembros, quienes tendrán autoridad para evaluar la constitucionalidad de las políticas 

públicas impulsadas por el Poder Ejecutivo, y determinar (y por lo tanto limitar) el alcance de 

los derechos civiles y sociales que los representantes del pueblo han fijado. A su vez, una vez 

que acceden al cargo, la posibilidad de removerlos es excepcional, y se encuentra limitada a 

unos pocos casos, taxativamente estipulados, y sujetos a un proceso estricto. 

En este contexto, la decisión sobre quién ocupará estos cargos es fundamental para garantizar 

la protección de los derechos, la buena salud del sistema republicano, y la confianza de los 

ciudadanos en el sistema legal como herramienta de resolución de conflictos.  

La transparencia del proceso de selección es fundamental para legitimar tanto los resultados 

de los concursos como al Poder Judicial. 

El presente documento analiza el sistema de selección de Magistrados de la Ciudad de Buenos 

Aires, con el objetivo de proveer herramientas de evaluación y propuestas a las autoridades 

públicas, y a la ciudadanía interesada en fortalecer estos procesos.  

E 



 

El informe se estudia el diseño y funcionamiento del sistema de selección, a la luz de las 

disposiciones legales y reglamentarias, y los hallazgos del un seguimiento de 10 concursos, 

observados entre 2010 y 2012 por la Iniciativa Concursos Transparentes. 

Antes de la publicación definitiva de este informe se convocó a Consejeros, Jueces, 

Legisladores, Académicos y representantes de Organizaciones de la Sociedad Civil a una mesa 

de discusión sobre los hallazgos y recomendaciones del informe, con el objetivo de recibir sus 

críticas y sugerencias. La versión actual del Informe contiene muchas de las sugerencias que 

allí plantearon los distintos actores, lo cual redundó en robustecer el informe y su aporte 

público a partir de nuevas perspectivas en torno a cómo fortalecer el Proceso de Selección de 

Magistrados. 

Luego de delinear la estructura del proceso de selección, el documento evalúa en capítulos 

independientes las distintas etapas y momentos claves que lo integran. Es así que se abordará: 

a) Proceso de designación de jurados; b) Exámenes escritos; c) Exámenes orales; d) Calificación 

de antecedentes; e) Entrevista personal; f) Impugnaciones. 

El siguiente gráfico contiene un esquema del proceso de selección, y nos acompañará a lo largo 

del informe. 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

En cada capítulo se encontrará:  i) Una descripción de la etapa en cuestión, basada en la 

normativa que la regula, de manera tal que incluso quienes no están familiarizados con el 

proceso comprendan sus objetivos y características ; ii) Un diagnóstico de las principales 

debilidades detectadas, ilustrando los puntos con ejemplos concretos, cuando los hubiere;  iii) 

(*) En la práctica, si bien todos los Consejeros pueden formular preguntas, la calificación de las entrevistas es responsabilidad 
exclusiva de los 3 Consejeros/as que integren la Comisión de Selección. 



 

Una serie de recomendaciones tendientes a fortalecer el diseño y funcionamiento de la etapa, 

de manera tal que se puedan capitalizar sus elementos distintivos y cumplir sus objetivos 

específicos dentro del procedimiento de selección. 

 

I. Sobre la Iniciativa Concursos Transparentes 

La Iniciativa Concursos Transparentes nació a mediados de 2010, impulsada por la Asociación 

Civil por la Igualdad y la Justicia (ACIJ) y la Asociación de Derecho Administrativo de la Ciudad 

de Buenos Aires (ADA) con el fin de realizar un seguimiento del proceso de selección de 

miembros del Poder Judicial de la Ciudad de Buenos Aires. 

Este proyecto tenía como objetivo contribuir al conocimiento del funcionamiento del poder del 

Estado que tradicionalmente ha estado más alejado del control ciudadano y que menos ha 

desarrollado mecanismos para una rendición de cuentas efectiva, a pesar de los valiosos 

avances registrados durante los últimos años.  

El importante rol que la Constitución confía al Poder Judicial en la garantía de los derechos de 

las personas y en el control de los actos de gobierno exige que su actividad se desarrolle bajo 

los más exigentes estándares de transparencia. 

La iniciativa resultaba especialmente pertinente en la Ciudad debido a que, la modificación de 

su Ley N° 71 a fines de 2009, determinó la apertura de una gran cantidad de concursos para 

cubrir las vacantes en los nuevos juzgados, defensorías y fiscalías que se habían creado. 2 

En este contexto la Iniciativa Concursos Transparentes (en adelante ICT) creó un observatorio 

online3, a través del cual realizó un seguimiento crítico del desarrollo de 10 procesos de 

selección, al tiempo que reunía la información relevante, la digitalizaba y la colocaba a 

disposición de los interesados, con el objetivo de aumentar la transparencia del procedimiento 

y fomentar la participación de la sociedad en el debate público sobre cómo es y cómo debería 

diseñarse el proceso de selección de los mejores candidatos. En buena medida, el presente 

documento condensa y capitaliza la información, el debate y las conclusiones a las que se fue 

arribando a lo largo de más de los dos años de existencia del observatorio.  

                                                 
1 Ver Ley 7: http://bit.ly/WqrpsE 
2A modo de ejemplo, sólo en el concurso 45/10, destinado a seleccionar jueces y juezas de primera instancia en lo 
contencioso administrativo, se terminaron cubriendo 14 vacantes de los 24 juzgados (entre los creados y existentes), 
y el número de postulantes superó los doscientos  
3 http://concursostransparentes.wordpress.com/ Ofrecemos apoyo técnico a quienes tengan interés en crear un 
observatorio de características similares. Ver http://bit.ly/129eNaE y escribir a concursos@acij.org.ar  

http://bit.ly/WqrpsE
http://concursostransparentes.wordpress.com/
http://bit.ly/129eNaE
mailto:concursos@acij.org.ar


 

Los Jurados 

 

 

 

 

 

 

 

 

n la mayoría de las jurisdicciones del país se prevé la convocatoria de un grupo de expertos 

independientes para la calificación de las etapas prominentemente técnicas del proceso 

de selección. Estos expertos, usualmente denominados jurados, son los encargados de 

confeccionar y corregir los exámenes escritos y orales. En algunas jurisdicciones, también se 

les otorga la responsabilidad de analizar y calificar los antecedentes de los concursantes (ej. 

Rio Negro4), y en el caso de Santa Fe5 incluso las entrevistas personales.  

Los Jurados son una pieza clave para que el proceso de selección culmine en la identificación de 

los candidatos más idóneos: En prácticamente todas las jurisdicciones las etapas con 

calificaciones a cargo del Jurado suelen asignar un porcentaje considerable del puntaje total6. A 

                                                 
4 A tal fin se crea una “Comisión Evaluadora de los antecedentes”, que está compuesta por tres miembros, uno en 
representación de los abogados de las cuatro circunscripciones judiciales, uno  en representación del Poder 
Legislativo y uno por el Poder Judicial –Superior Tribunal de Justicia o Ministerio Público según corresponda-. La 
Comisión Evaluadora de antecedentes es distinta en composición y origen al “Jurado Examinador”, encargado de 
calificar los exámenes. (Para mayor detalle, ver Ley K 2434 (2008), art. 7.1: http://bit.ly/Xs3dEP   
5 En Santa Fe no sólo evalúan los exámenes y antecedentes, sino que incluso la etapa de entrevista personal es 
realizada por un “Cuerpo Colegiado Entrevistador”, que es distinto del “Cuerpo Colegiado de Evaluación Técnica” 
que analiza exámenes y antecedentes, pero es designado utilizando la misma metodología. Ver art. 3 y 4 del decreto 
2623 (2009):  http://bit.ly/Vlz7oO  
6 Esta información estará disponible a partir de abril 2013 en el nuevo sitio de la Iniciativa Concursos Transparentes:   

E 
(*) En la práctica, si bien todos los Consejeros pueden formular preguntas, la calificación de las entrevistas es responsabilidad 
exclusiva de los 3 Consejeros/as que integren la Comisión de Selección. 

http://bit.ly/Xs3dEP
http://bit.ly/Vlz7oO


 

su vez, los jurados -en tanto expertos en distintas áreas- son percibidos por los concursantes 

como garantes de que el procedimiento tienda a seleccionar a los candidatos más idóneos desde 

el punto de vista técnico. Por esta razón, es fundamental que la confianza que se les reconoce 

se asiente en normas y prácticas que garanticen tanto su idoneidad como su imparcialidad. 

En la CABA, los jurados tienen a cargo la evaluación de dos de las cuatro etapas que reciben 

calificación y definen el orden de mérito. Ellos, preparan y corrigen los exámenes escritos y 

orales, y son responsables de asignar 90 puntos (45 por cada examen) de los 200 puntos 

totales posibles que los concursantes pueden obtener, es decir un 45% del puntaje total7.  

 

I. La Conformación de los Jurados 

Los jurados se conforman mediante un sorteo realizado entre los integrantes de las listas 

expertos enviadas por los diversos estamentos representados en el Consejo de la Magistratura:  

a) El Tribunal Superior de Justicia (TSJ) 

b) Colegio Público de Abogados de la Capital Federal (CPACF) 

c) Universidades (tanto públicas como privadas) 

d) “Jueces” (en la práctica, quienes proponen expertos son el Ministerio Público Fiscal, la 

Defensoría General o la Cámara de Apelaciones CAyT/PCyF, dependiendo del cargo que 

se hubiera sometido a concurso) 

e) Legislatura  

 

 

 

 

 

 

                                                 
7Un matíz importante debe agregarse. El Reglamento de Concursos prevé una única etapa de impugnaciones, que 
está a cargo de los Consejeros. Por ello, parte de estos 90 puntos pueden ser reasignados por los propios Consejeros 
al momento de evaluar las impugnaciones, al final del proceso. Ver capítulo sobre impugnaciones para mayor 
información al respecto. 



 

I. a. El sistema de sorteos y el confuso entramado normativo 

 

El mecanismo de designación de jurados en la CABA es complejo por naturaleza, y por lo tanto 

es fundamental contar con un marco normativo orgánico que lo regule y organice de manera 

transparente y eficiente.8  

 El sistema de designación de jurados que estuvo vigente durante los concursos observados es 

altamente confuso. De hecho, a fines de 2010 se reformó. 

La confusión reglamentaria ha sido tal que, por ejemplo, Presidente de la Comisión de Justicia 

de la Legislatura no tenía claro su funcionamiento, incluso al momento de explicarle al resto 

de los legisladores por qué era necesario reformar el artículo de la ley que regulaba este 

proceso9. Es igualmente previsible que el resto de los Estamentos tampoco comprendan el 

funcionamiento del proceso de designación de jurados10 

Uno de los ejes del problema surge de las deficiencias de redacción del Reglamento -y la Ley 31 

en su redacción anterior- que utilizaban una misma expresión (“listas de expertos”) para 

referirse a dos conceptos distintos. Si bien la ley se reformó a fines de 2010, el Reglamento aún 

no se ha actualizado. 

La Constitución de la CABA, en su art. 117, establece que los jurados de los concursos  

                                                 
8 Art. 117 CCABA, art. 34 de la ley 31 (antes de la reforma de 2012) y los artículos 4 a 6 del Reglamento (ver anexo) 
9 En la primera sesión en la cual se trató el proyecto el Diputado Ingaramo (PRO – Presidente de la Comisión de 
Justicia) afirmó: “para que todos los diputados sepan cuál es la desventaja institucional que tenemos. Actualmente, 
sólo hay seis jurados designados por esta Legislatura, contra 208 de todos los estamentos.” Leer versión 
taquigráfica del debate: http://bit.ly/Vka8U6  
10 Por ejemplo, al conversar informalmente con un representante de una Universidad, nos comentó que se enviaba la 
lista de todos los profesores titulares. En dicho marco, es previsible que sus propuestas no sean el fruto de un 
esfuerzo consciente por identificar los expertos más preparados para desempeñarse como jurados. 

http://bit.ly/Vka8U6


 

"se  integran por sorteo en  base  a listas de expertos confeccionadas por el Tribunal 

Superior, la Legislatura, los jueces, el órgano que ejerce el control de la matrícula de 

abogados y las facultades de derecho con asiento en la Ciudad". 

Por su parte, la ley 31 creaba una nueva acepción a la construcción "listas de expertos”:  

"El Jurado de Concurso se integra por sorteo, sobre la base de las listas de expertos/as que 

remitan el Tribunal Superior, la Legislatura la Legislatura, el Colegio Público de Abogados de 

Capital Federal, las Facultades de Derecho  con asiento en la Ciudad de Buenos Aires, y los 

integrantes de la Magistratura y del Ministerio Público. “ 

“El total de integrantes de las listas de expertos/as es de treinta (30) jurados, 

correspondiendo seis (6) por cada sector indicado por la Constitución de la Ciudad ()"  

Si bien en el primer párrafo se refería a "listas de expertos” en el mismo sentido que lo hace la 

Constitución – es decir, como el documento con nombres de expertos que  envía cada uno de 

estamentos al Consejo de la Magistratura -, en el segundo párrafo utilizaba la fórmula "lista 

de expertos" para referirse a algo totalmente distinto: Una única lista que contendría a la 

totalidad de los expertos de todos los estamentos. La utilización de la misma frase para 

referirse a dos conceptos distintos generó una serie de confusiones que el Reglamento 

replicaba y potenciaba.  

En la confusión generada reside una de las causas que explican la gran cantidad de renuncias 

de jurados sorteados, y la falta de comprensión de los Estamentos sobre el mecanismo de 

designación de jurados. Es de esperar que en el futuro tales complicaciones se superen, a partir 

de la nueva legislación. 

En todo caso, en los concursos observados se pudo advertir la siguiente dinámica: La ley 

establecía que el Consejo conforme una “lista de expertos” que se  integraba con  30  expertos, 

correspondiendo  6  de ellos  por cada uno de los cinco estamentos11. 

Por otro lado, en virtud de la norma reglamentaria que seguidamente transcribimos, cada 

estamento enviaba “listas” compuestas por entre 4 y 6 expertos por especialidad 

(constitucional, civil, tributario, administrativo, contravencional, penal y procesal penal). 

De este modo, cada estamento enviaba una lista de entre 24 y 42 expertos, lo que dio por 

resultado una lista (completa) de más de 150 candidatos propuestos en total; en lugar de una 

lista de 30.  

                                                 
11 Nota: en la práctica los concursos para cargos en el fuero CAyT y los concursos para cargos en el PCyF tienen listas 
separadas. 



 

Esta exorbitante cantidad de expertos resultaba de las prescripciones del Reglamento de 

Concursos (Resolución 873-08) cuyo artículo 4 dispone: 

 “El Jurado del Concurso se integrará mediante el sorteo de cinco (5) miembros de un 

listado de seis (6) expertos por rama o especialidad requerida  que remitan al 

Consejo el Tribunal Superior de Justicia de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, la 

Legislatura de la Ciudad (…)” 

De ese modo, cada estamento ha enviado listas con más de 20 expertos -en vez de los 6 que 

requería la ley- y el Consejo de la Magistratura dispuso de una masa de candidatos para 

designar como jurados que fácilmente podría superar los 200 expertos –en lugar de los 30 que 

establecía la ley-. 

 

 

Al recibir las listas con más de 20 expertos por estamento, el Consejo de la Magistratura 

organizó  sorteos para reducir el número de expertos a 6 por estamento  y así confeccionar la 

lista de 30 expertos (5 estamentos en total).  

Es decir que se volvió necesario un segundo sorteo para extraer cinco miembros titulares y cinco 

suplentes (uno por estamento). En definitiva, en contraste con lo que indicaba la ley, se realizan 

dos sorteos para cada concurso en lugar de uno: el primero entre la lista total de expertos 

enviados por los estamentos, y que permite para conformar la lista de 30 que fija la ley, y el 

segundo sorteo para integrar cada jurado, en base a dicha lista de 30 expertos.  

Cabe aclarar que si bien se reformó el artículo de la ley 31, y ahora se establece 

taxativamente la cantidad de jurados que deben proponer los estamentos12, el  Reglamento 

                                                 
12 Actualmente cada estamento debe enviar un listado con 28 expertos. Ver art. 34 de la Ley 31 en su redacción 
actual: http://bit.ly/XPbSAh  

http://bit.ly/XPbSAh


 

del Consejo de la Magistratura aún no ha sido reformado y es previsible que los problemas de 

coordinación se sigan produciendo a menos que el Consejo se asegure de que los distintos 

estamentos comprendan adecuadamente el procedimiento y sus atribuciones en relación con 

las propuestas de expertos para los jurados.  

 

II. Idoneidad de los Jurados 

Bajo el sistema actual, la idoneidad de los Jurados es responsabilidad exclusiva de los 

estamentos que los proponen. El procedimiento mediante el cual cada estamento propone 

expertos no tiene regulación legal ni reglamentaria alguna. El relevamiento realizado en la 

Ciudad de Buenos Aires permite afirmar que13: 

a)  A excepción de la Legislatura, los estamentos aún no ha suplido el vacío normativo con 

disposiciones internas para definir los criterios que serán utilizados para la selección 

de expertos a ser propuestos.  

b) A excepción de la Legislatura, ni los estamentos competentes ni el Consejo de la 

Magistratura cuentan con información completa, actualizada, sistemática y accesible 

públicamente sobre los antecedentes y curriculum vitae de los candidatos que figuran 

propuestos como expertos para integrar los jurados, ni de los jurados que ocuparon 

efectivamente el cargo después de los sorteos. 

Si bien la mayoría de los expertos propuestos cuentan con reconocida trayectoria y 

antecedentes, este no es el caso de todos los expertos. En cualquier caso, la trascendencia 

institucional del acto de proponer expertos que incidirán en la conformación del Poder Judicial 

de la Ciudad demanda que dicha selección se lleve a cabo en base a un esfuerzo serio y público 

de comparación minuciosa entre una amplia gama de profesionales, en base a criterios 

públicos y reconstruibles. 

 

 

 

 

                                                 
13 Se realizaron consultas telefónicas, vía correo electrónico y se presentaron pedidos de información pública (Ley 
104) a todos ellos. Para ver las respuestas, ir a http://bit.ly/11QzzzB 

http://bit.ly/11QzzzB


 

III. Problemas vinculados a la gestión de Jurados 

III. a. Las Renuncias 

A diferencia de lo que sucede en otras jurisdicciones, el Reglamento de la CABA prevé una 

significativa remuneración como incentivo para el cumplimiento de la función de Jurado14. Sin 

embargo, en los concursos observados la cantidad de Jurados que renunciaron fue ciertamente 

llamativa: 30 de los 76 Jurados titulares renunciaron al cargo, casi un 40%. 

Una causa significativa de estas renuncias parece radicar en el hecho de que los Estamentos no 

consultaron ni informaron a los expertos que serían incluidos en un listado que los convertía en 

candidatos a desempeñar la función de Jurado.15 

Cuando una persona es propuesta como candidata a integrar un jurado, se espera que antes de 

que su nombre sea enviado haya analizado la propuesta y, al aceptarla, tenga en cuenta esta 

responsabilidad al momento de contraer obligaciones que puedan limitar su disponibilidad y por 

ende la inhabiliten para cumplir con esa función. 

En línea con estas consideraciones, a fines de 2011 la Legislatura reformó el artículo 34 de la ley 

31 que regula la postulación de expertos. La reforma formalizó la necesidad de que los 

estamentos obtengan la conformidad de cada experto que pretenden postular antes de 

incluirlos en la lista que enviarán al Consejo de la Magistratura. Es fundamental que el Consejo 

de la Magistratura tome recaudos para exigir que los estamentos cumplan con procedimientos 

similares, de manera tal que se reduzcan las probabilidades de renuncias y los efectos 

perniciosos que las acompañan. A su vez, el Consejo debería controlar la aceptación de los 

expertos antes de realizar el sorteo que convertirá a los expertos en jurados. 

 

III. b. Vencimiento de las listas de expertos 

Es fundamental que los expertos postulados tengan voluntad y disponibilidad para preparar y 

corregir exámenes. Para ello no sólo es necesario que los Estamentos cuenten con la aceptación 

del experto antes de postularlo, también es necesario que dicho consentimiento se renueve en 

                                                 
14 Equivalente a la 30ª parte (treintava parte) del 85% (ochenta y cinco por ciento) del promedio de los sueldos 
brutos de los jueces de segunda instancia de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires por cada día de trabajo. Art. 10 del 
Reglamento. 
15 Ver, por ejemplo, la renuncia de la experta Navarrine: http://bit.ly/UAvY5n 

http://bit.ly/UAvY5n


 

un plazo prudencial; es decir, que las listas se mantengan actualizadas. Por esta razón la Ley 

prevé que las listas de experto se confeccionan cada 2 años. Si bien la no renovación de un 

listado por parte de un Estamento podría ser interpretada como una ratificación tácita por 

parte del Estamento, el paso del tiempo sin que los expertos sean consultados sobre su 

disponibilidad y consentimiento previsiblemente aumenta las probabilidades de renuncias. Es 

necesario que los expertos que conforman la lista sean nuevamente consultados y se envíen las 

respectivas aceptaciones al Consejo dentro de plazos razonables. 

En los concursos observados 4 de las 7 listas enviadas por los estamentos, de las cuales 

surgieron los Jurados, se encontraban vencidas al momento del sorteo16. Tal como sugiere de la 

tabla que se puede ver a continuación, la utilización de listados vencidos incrementa la 

probabilidad de que un jurado renuncie. 

 

Situación en noviembre 2011 - Etapa de escritos y orales finalizada en la mayoría de 
los concursos  observados -  Sólo jurados titulares 

Estamento 
Cantidad de renuncias sobre jurados 

propuestos (sólo titulares) 
Porcentaje Estado17 

Tribunal Superior de Justicia 15 de 23 65,22% Vencida 

Colegio Público de Abogados 
de la Capital Federal 

4 de 15 26,67% 
En 

término 

Universidad de Buenos Aires 3 de 15 20,00% 
En 

término 

["jueces"] - Cámara de Ap. 
CAyT 

0 de 2 0,00% 
Vencida 

["jueces"] Ministerio Público 
Fiscal 

0 de 3 0,00% 
Vencida 

["jueces"] Defensoría Gral. 1 de 3 33,33% Vencida 

Legislatura 7 de 15 46,70% 
En 

término 

TOTAL 30 de 76 39,47%  

                                                 
16 Las listas enviadas por el Tribunal Superior de Justicia, por la Cámara de Apelaciones del fuero Contencioso 
Administrativo, por el Ministerio Público Fiscal y por el Ministerio Público de la Defensa cumplieron más de 2 años 
antes del mes de  agosto 2010; mes en el cual el Consejo de la Magistratura sorteó a los jurados y abrió la etapa de 
postulación a los concursos. 
17.Ver nota al pie Nº16 



 

III. c. El incumplimiento del Reglamento: Jurados en varios concursos 

simultáneos 

El Reglamento prevé que cada Jurado será integrado por 5 expertos -ello permite distribuir la 

carga de trabajo y evitar la concentración de poder en una persona. Por esta razón el 

Reglamento establece de modo expreso la prohibición de que un Jurado cumpla funciones en 

más de un concurso: “Aquellos que resulten sorteados y acepten el cargo no podrán ser incluidos 

dentro de los elegibles para el sorteo inmediato posterior.”18 

Es probable que este artículo no fuera redactado previendo la realización de 10 concursos 

simultáneos. En general entre un llamado a concurso y el siguiente transcurren varios meses, 

con lo cual entre el sorteo de jurados para un concurso y el sorteo de jurados del siguiente 

concurso suele haber suficiente tiempo como para informar a los expertos del hecho que han 

sido sorteados, recibir su aceptación (o renuncia), y realizar el sorteo siguiente previendo la 

exclusión de los expertos que correspondan.  

Sin embargo, la Comisión de Selección ha hecho una mala interpretación del artículo: la 

organización de concursos convocados de manera simultánea determinó también la realización 

de  sorteos de manera casi simultánea simultánea, y la Comisión optó por incluir en ellos a 

expertos que ya habían salido sorteados con anterioridad para desempeñarse como jurados en 

otros concursos. 

Este es el caso de una experta propuesta por el TSJ a quien -según surge de su renuncia- se le 

informó que había salido sorteada como jurado de 3 concursos simultáneamente.19 La 

interpretación que realizó la Comisión de Selección permitía –por hipótesis- que la experta 

eligiera en qué concurso desempeñarse como jurado, y a cuáles renunciar -asumiendo que tal 

como establece el reglamento no podía desempeñar tareas de Jurado en más de un concurso. 

Conceder a los expertos la posibilidad de elegir en qué concurso cumplirán funciones frustra el 

objetivo mismo del sorteo. 

A su vez, en aquellos casos en los cuales los expertos que salieron sorteados en varios concursos 

optaron por no renunciar a ninguno de ellos, el Consejo de la Magistratura no diseñó ningún 

mecanismo para subsanar el error de sortear a expertos que ya habían salido sorteados en 

                                                 
18 Art. 6 del  Reglamento. Si bien el procedimiento actual tiene dos instancias de sorteo, el artículo evidentemente se 
refiere al segundo sorteo, el cual los convierte en jurados. 
19 Ver texto de renuncia de la Jurado: http://bit.ly/UAvY5n 

http://bit.ly/UAvY5n


 

concursos anteriores. Es así que el Consejo de la Magistratura permitió que varios Jurados 

desempeñaran funciones en concursos simultáneos, en clara violación del Reglamento20. 

 

III. d. Marco normativo inadecuado para concursos masivos 

Cuando los legisladores redactaron la Ley 31 es evidente que no contemplaron la posibilidad de 

que se  abrieran tantas vacantes y se  realizaran tantos concursos simultáneamente. Para 

ilustrar este punto: la Ley 31 en su redacción anterior estipulaba que “El total de integrantes de 

las listas de expertos/as es de treinta (30) jurados, correspondiendo seis (6) por cada sector 

indicado por la Constitución de la Ciudad ()". Entre 2010 y 2012 se realizaron de manera 

simultáneamente 4 concursos para el fuero CAyT, requiriéndose para dicha tarea 40 jurados (5 

Jurados titulares y 5 suplentes por concurso), es decir 10 expertos más de los que hubiese 

recibido el Consejo de la Magistratura si los Estamentos hubiesen enviado la cantidad 

estipulada por ley21.  

 

IV. Las excusaciones y recusaciones de Jurados  

El Reglamento le encomienda a los Jurados una tarea eminentemente técnica: deberán definir 

qué concursantes resuelven mejor situaciones típicas de los cargos sometidos a concurso. Para 

que su evaluación sea útil a los fines de identificar a los concursantes que se encuentran mejor 

preparados para ocupar la vacante es necesario que los jurados sean expertos, pero también es 

fundamental que sean imparciales. 

En los concursos observados la etapa de recusaciones y excusaciones fue vaciada de sentido: El 

Reglamento prevé un plazo de 5 días para la presentación de excusaciones/recusaciones, pero 

al producirse dicho plazo a los concursantes no se les había otorgado acceso a información 

básica: aún no era claro quiénes eran los jurados, y el Consejo de la Magistratura no había 

publicado ni los CV de los jurados ni los CV de los concursantes con quienes se estaba 

compitiendo. 

 
                                                 
20 Entre otros, la Dra. Monica G. Sibilia – quien se desempeñó como jurado titular en los concursos 40, 41 y 42, en 
representación del CPACF- y el Dr. Leonardo De Martini –quien también desempeñó funciones como jurado titular 
en los concursos 41 y 42, en representación de las Universidades (propuesto por la UBA).  
21 Tal como se describió en la sección II.1.2.1 los Estamentos enviaron más expertos que los requeridos por Ley. A su 
vez, la redacción actual de la Ley 31 establece que los Estamentos deben enviar 28 expertos. 

http://concursostransparentes.files.wordpress.com/2010/10/cv-monica-gabriela-sibilia-omitimos-publicar-la-primer-hoja-puesto-que-contenia-unicamente-datos-personales.pdf
http://www.pjn.gov.ar/02_Central/Index2.Asp?Nodo=705&Rubro=2


 

 Entre las principales debilidades del mecanismo relativas a este punto, se destacan: 

 El Consejo de la Magistratura no utiliza su portal web para difundir los nombres de 

los jurados ni publica sus antecedentes (dado que tampoco los tiene en su poder, por 

no exigir que los Estamentos se los envíen) 

 Falta de publicidad de los antecedentes de los concursantes hasta el final del 

proceso  

 Las diversas fallas en el proceso de postulación de expertos y la negligencia de los 

estamentos al momento de proponer candidatos generan una gran cantidad de 

renuncias y reemplazos que dificultan la identificación de quiénes se desempeñarán 

y desempeñan efectivamente como jurados. 

 El plazo para recusar, de cinco días desde la publicación la nómina de concursantes22, 

es acotado (particularmente si se tienen en cuenta los puntos descritos en el párrafo 

anterior). Esta limitación temporal supone que todos los jurados ya han aceptado el 

cargo y no renunciarán luego de vencido este plazo, lo cual en los hechos no ocurre. 

Por estas razones sería recomendable que la posibilidad de presentar excusaciones y 

recusaciones esté abierta hasta un momento cercano al de la realización de los exámenes. A su 

vez, en los concursos observados se han identificado caos de conflictos de interés no revelados 

por las partes en la instancia correspondiente, lo cual da razones para creer, por un lado, que es 

necesario prever sanciones para aquellos jurados que no se excusen de manera pública y 

oportuna, y por otro, que es necesario sancionar con la exclusión del concurso a aquellos 

concursantes que no recusen jurados en término. 

 

IV. a. Casos de Conflictos de Interés relevados 

La necesidad de fortalecer los mecanismos de publicidad de los antecedentes de jurados y 

concursantes, y la importancia de fijar deberes explícitos respaldados por sanciones surge de 

la propia dinámica con la cual los mismos actores del proceso observan esta situación: En 2011 

la Iniciativa Concursos Transparentes denunció públicamente la larga relación no revelada 

entre un concursante y un jurado participantes del concurso para Camarista del fuero 

                                                 
22 Art. 9 del Reglamento: http://bit.ly/GDKgK7 y artículo 11de la ley 189: http://bit.ly/XJ5N8p 

http://bit.ly/GDKgK7
http://bit.ly/XJ5N8p


 

Contencioso Administrativo y Tributario23. El jurado en cuestión, al ser consultado si 

consideraba que había cometido un error, y debería haberse excusado, contestó: 

“Evidentemente nadie consideró éste vínculo (ni ninguno de los otros que mencionó) como un 

obstáculo para mi desempeño, ya que no he recibido ninguna clase de impugnación.” 

Su respuesta pone de relieve dos cuestiones: i) La creencia de que otros y no los propios 

involucrados deberían haber informado al Consejo de la Magistratura del estrecho vínculo que 

los unía; ii) La suposición de que todos los concursantes tenían acceso a los antecedentes tanto 

del jurado como del concursante con quien tenía relación.  

A su vez, en el concurso para cargos de fiscal de Cámara Penal Contravencional y de Faltas, 

cuando finalizaba un examen oral un jurado explicó que tenía una larga relación con la persona 

a la cual le estaba tomando examen.24 Cabe destacar que una concursante recusó al jurado al 

momento de presentar la impugnación, argumentando que recién había tomado conocimiento 

de este hecho a partir de las declaraciones del propio jurado, a las cuales pudo acceder una vez 

que se pusieron a disposición del público las filmaciones de los exámenes orales25 (y por lo 

tanto vencido el plazo para presentar recusaciones que es anterior a los exámenes escrito y 

oral). El Consejo contestó que dicha recusación se planteó de modo extemporáneo,  que la 

concursante no había impugnado los exámenes orales de aquellas personas, y que aceptar el 

planteo de recusación “tendría como efecto retrogradar el proceso al momento de una etapa 

ya concluida”26. 

La garantía fundamental de legitimidad en la designación de los jueces y juezas de la ciudad 

consiste en la transparencia y equidad del proceso de selección, en la existencia de garantías 

de que no ocurrirán situaciones como las mencionadas. Cuando estas situaciones ocurren el 

daño a la legitimidad de los resultados es muy grande: afecta no sólo al resto de aquellos que 

participan en el concurso y consideran vulnerado su derecho a la igualdad, sino que se afecta la 

imagen de los jueces y el aparato judicial frente a la sociedad.  

 

 

 

                                                 
23 El concursante y el jurado fueron socios profesionales entre 1994 y 1999. A su vez, habían publicado juntos al 
menos 5 artículos, y firmaban como colaboradores en 2 tratados. Para mayor información sobre este caso ver post 
de la ICT sobre el tema: http://bit.ly/12ZdkHX 
24 El jurado afirmó: “Me halaga concederme su amistad”, a lo cual el concursante contestó “es recíproco” - Ver min 
28: 15 del examen oral (http://bit.ly/YiB56f) 
25 Ver pg 3 de la impugnación presentada por la Dra. Botana: http://bit.ly/15q0LVR 
26 Ver punto 2.14 del dictamen nº 41de la Comisión de Selección: http://bit.ly/15q0LVR 

http://bit.ly/12ZdkHX
http://bit.ly/YiB56f
http://bit.ly/15q0LVR
http://bit.ly/15q0LVR


 

V. Impugnación de Jurados y Participación Ciudadana 

Es importante prever una etapa de difusión de los antecedentes de los Jurados, y un plazo para 

que cualquier ciudadano tenga la posibilidad de presentar impugnaciones basadas en la falta 

de idoneidad técnica o moral de los expertos propuestos por los distintos Estamentos. El 

Consejo, luego de correr traslado al Jurado impugnado, debería evaluar la procedencia de las 

impugnaciones mediante un dictamen fundado. 

 

VI. Recomendaciones 

 Evaluar alternativas al proceso de postulación de expertos vigente, entre ellas 

implementar el sistema utilizado para la selección de peritos. 

 Establecer que los Jurados –además de ser especialistas en la materia- deben 

conocer las características y funciones del cargo para el cual se ha convocado el 

concurso27. 

 Establecer requisitos de idoneidad objetivos y claros para la postulación de expertos. 

Por ej. especificar la cantidad de años que el experto debería haber desempeñado 

actividades en un área específica. 

 Al menos 6 meses antes de que venza la vigencia de cada  lista de expertos, el 

Consejo de la Magistratura debería enviar a los Estamentos un protocolo para el 

proceso de postulación de expertos. En dicho protocolo debería figurar la posibilidad 

de que el Consejo de la Magistratura excluya a los postulados que no cumplan con 

los requisitos formales o procedimentales.  

 Exigir que los estamentos cumplan con lo estipulado por el artículo 34 de la ley 31 en 

su redacción actual, y cuenten con la aceptación del experto antes de enviar la 

propuesta al Consejo de la Magistratura, para lo cual deberían informar que 

excluirán a aquellos expertos cuyas conformidades no se encuentren adjuntas por 

escrito. Lo mismo debería preverse respecto de los CV de los expertos propuestos 

(los cuales deberían adjuntarse en formato digital y papel). 

                                                 
27 Propuesta realizada por Damián Zayat (Académico – Universidad de Palermo) 



 

 Establecer que el Jurado en ningún caso puede tener más de 60% de personas de un 

mismo sexo. 

 Establecer mecanismos virtuales para la difusión activa y oportuna de los 

antecedentes de los jurados, por parte del Consejo, capitalizando la página web del 

Consejo de la Magistratura, y enviando correos electrónicos con dichos antecedentes 

a los postulantes. 

 Fijar y distribuir un protocolo entre los jurados designados con directivas sobre las 

tareas que realizarán como jurados, y adjuntar la lista de postulantes que serán 

evaluados, aclarando el funcionamiento del sistema de excusaciones vigente, y 

solicitando que revelen aquellos casos donde consideran que un tercero podría 

entender que existe un conflicto de interés, excusándose en aquellos casos donde lo 

considere necesario. 

 Prever sanciones para aquellos jurados que no se excusan en término. Entre estas 

sanciones se podría incluir la publicación de la falta cometida por el jurado en la 

sección principal de la página del Consejo, junto a una sanción de tipo pecuniaria, a 

implementarse mediante una deducción porcentual de la remuneración pautada. 

 Entregar a cada concursante, ya sea en formato electrónico o papel, una copia del 

Reglamento vigente, los CV los jurados designados (titulares y suplentes), y un 

protocolo sobre cómo presentar recusaciones. 

 Fijar severas sanciones para aquellos concursantes que no revelen oportunamente 

los vínculos que ameritan recusación de su parte. Entre las sanciones posibles, 

debería preverse la exclusión del concursante. 

 Prever la difusión de antecedentes y la reapertura del plazo de 

recusaciones/excusaciones cada vez que se desinsacula a un nuevo jurado (incluso 

luego de clausurada la etapa). 

 Prever que se cree un registro público, virtual y accesible en el cual consten las 

recusaciones y excusaciones planteadas, y la resolución del Consejo al respecto de 

cada presentación. 

 

 



 

Exámenes escritos 

 

 

 

I. Descripción 

En la CABA esta etapa consiste en la realización de un examen escrito que es confeccionado 

por un Jurado. Los concursantes redactan sus respuestas por escrito, y se emplea un sistema 

de doble codificación para garantizar el anonimato (a cada concursante se le asigna un código 

numérico que reemplaza su nombre y antes de enviarle los exámenes a los Jurados el Consejo 

de la Magistratura reemplaza dicho código por una clave alfanumérica). El Jurado 

posteriormente evalúa los exámenes y asigna calificaciones mediante un dictamen fundado, 

tras lo cual el Consejo decodifica las identidades de los concursantes y publica los resultados. 

Dadas estas características probablemente sea la etapa más útil para realizar comparaciones 

entre los distintos concursantes, en tanto i) el procedimiento en la CABA sigue siendo escrito; 

ii) todos los concursantes deben completar el mismo examen (a diferencia del examen oral 

donde se establecen distintos temas); iii) es la única etapa anónima del proceso de selección.  

Para maximizar el aprovechamiento del diseño previsto para esta etapa es fundamental que se 

extremen los recaudos para mantener la igualdad entre los concursantes. El Reglamento deja 

algunas de las cuestiones procedimentales al arbitrio de los jurados, mientras regula ciertos 

(*) En la práctica, si bien todos los Consejeros pueden formular preguntas, la calificación de las entrevistas es 
responsabilidad exclusiva de los 3 Consejeros/as que integren la Comisión de Selección. 

 



 

detalles que hacen a la transparencia de esta etapa, como ser la provisión del papel para la 

impresión de los exámenes escritos, la necesidad de que cada escrito sea firmado por un 

miembro del jurado, etc28. Es importante que el Consejo de la Magistratura capitalice la 

experiencia adquirida a lo largo de estos años para crear protocolos de buenas prácticas 

implementadas por los distintos jurados, de manera tal que año a año se mejore el proceso y se 

facilite la tarea de los jurados. 

 

II. Diseño del examen escrito 

Es importante que el diseño del examen escrito quede en manos del Jurado que estará 

encargado de corregirlo.  En varias provincias, como en la Ciudad de Buenos Aires se prevé 

expresamente en el reglamento la posibilidad de que el caso del examen escrito esté basado 

tanto en un caso real como imaginario. 

Si el jurado optara por utilizar un caso real, es fundamental que se procure incluir toda la 

documentación necesaria para un análisis adecuado del caso entre los materiales que se le 

facilitan a los concursantes29. Pero este requerimiento no rige exclusivamente para los casos 

reales: En los casos prácticos hipotéticos se debe procurar que la experiencia sea completa 

para el concursante; es decir, que pueda interpretar los mismos documentos y aplicar las 

mismas herramientas que desarrolló en la práctica de la profesión30.  

Aún cuando la utilización de casos reales facilita tanto la confección como la corrección del 

examen, hay razones para afirmar que se debería evitar la utilización de casos tramitados en la 

jurisdicción y fuero del concurso, en tanto el riesgo de que se viole la igualdad de 

oportunidades entre concursantes es significativo. En cualquier caso, de adoptar un caso real, 

es fundamental que se tomen serias precauciones para asegurarse de que ninguno de los 

concursantes haya participado activamente en el proceso del caso real.  

                                                 
28 Ver arts 26 a 28 del Reglamento http://bit.ly/GDKgK7 
29  Varios concursantes para el cargo de Juez de Cámara CAyT  manifestaron que “para el examen no se contaba con 
el expediente completo sino con parte de él, con lo que la aplicación de la doctrina emanada de él no sería lineal y 
automática, por cuanto faltarían elementos para ello.”Véase entre otras, impugnación presentada por el 
concursante Fernando Juan Lima (párrafo 7, punto II): http://bit.ly/UKgWeC. 
30 En el concurso para cargos en la defensoría CAyT el jurado confeccionó un examen basado en un caso hipotético, y 
a los ojos de una concursante se omitió agregar ciertos documentos que hacen a la tarea del defensor, y son 
determinantes (según esta concursante) para definir el curso de acción que debiera escogerse en la práctica. Véase 
impugnación de la concursante Cecilia González de los Santos (pg 17 y ss): http://bit.ly/11uFECE 
 

http://bit.ly/GDKgK7
http://bit.ly/UKgWeC
http://bit.ly/11uFECE


 

En el concurso para el cargo de juez de Cámara CAyT, por ejemplo, el jurado eligió el caso 

“Colegio de Escribanos de la CABA c/ GCBA s/ Acción meramente declarativa (art. 277 CCAyT)” – 

del cual se le entregó a los concursantes los escritos de demanda y contestación de demanda, 

fallo de 1era instancia, un recurso de apelación oportunamente presentado y el escrito de 

contestación de traslado, y requirieron a los concursantes que elaboraran una sentencia. El 

jurado seleccionó este caso sin reparar que entre los concursantes se encontraba la secretaria 

letrada de uno de los jueces del Tribunal Superior de Justicia31, quien podría haber conocido el 

caso por su trabajo en el Tribunal Superior. Pero más significativo aún, entre los concursantes 

también se encontraba la Directora General de Asuntos Tributarios y Recursos Fiscales de la 

Procuración General de la Ciudad32, quien efectivamente había intervenido en este caso en 

forma personal. Lo que es más, entre los documentos que acompañaban la consigna se 

encuentra un petitorio firmado por la concursante.  

Hay quienes afirman33 que para maximizar el aprovechamiento de esta instancia, el examen 

escrito debería contar con una sección de multiple choice que permita al jurado conocer el 

grado de conocimiento del derecho vigente, aprovechando que dicho formato garantizaría una 

corrección objetiva, mientras que podría mantener una sección práctica en la cual se evalúe la 

capacidad argumentativa de los distintos concursantes, cuya calificación estaría acompañada 

por un dictamen fundado.34 De prever secciones prácticas, con el objetivo de incrementar la 

transparencia y comparabilidad entre los exámenes, se podría mejorar la visualización de las 

respuestas con una serie de cuadros al inicio de la sección en la cual los concursantes –antes 

de desarrollar su escrito con las formalidades previstas por la consigna- deben enumerar i) 

normativa relevante; ii) jurisprudencia relevante; y iii) hechos relevantes35.  

 

 

 

 

                                                 
31Mariana Diaz – ver CV: http://bit.ly/WSf4iV 
32 María Cristina Cuello – ver CV: http://bit.ly/OE6sTQ 
33 Una de las personas que nos compartió esta opinión se desempeña como Consejero. Ver sección de entrevista: 
http://www.youtube.com/watch?v=GNkiUaT5drg  
34 En el marco de la mesa de discusión sobre la versión preliminar del presente informe Damián Zayat (Académico – 
Universidad de Palermo) propuso que el exámen escrito fuera 100% teórico, y utilizando mecanismos como el 
multiple choice que permitieran el análisis objetivo, y que las cuestiones vinculadas a la capacidad analítica del 
concursante, su creatividad, etc fueran analizadas en el marco del examen oral. 
35  Propuesta de Julio Raffo (Presidente del Bloque Proyecto Sur) en el marco de la mesa de discusión organizada por 
ACIJ para debatir la versión preliminar del presente informe. 

http://bit.ly/WSf4iV
http://bit.ly/OE6sTQ
http://www.youtube.com/watch?v=GNkiUaT5drg


 

III. Confidencialidad de las consignas 

A su vez, es fundamental que se mantenga el más alto nivel de secreto en torno al contenido 

de las consignas antes de que se lleve a cabo el examen. En este sentido, en varios concursos se 

optó por desarrollar dos temarios que se sortearían al inicio de la jornada del examen. 

En el concurso para 18 cargos de Fiscal de primera instancia Penal Contravencional y de Faltas, 

se produjo un suceso insólito: Un concursante entregó las respuestas del temario que fue 

descartado a partir del sorteo previo al examen. Si bien el Consejo de la Magistratura inició una 

investigación36 con el objetivo de determinar cómo ocurrieron estos hechos, lo cierto es que la 

investigación se cerró sin pruebas concluyentes, asumiendo la hipótesis de que el hecho fue 

producto de un error administrativo al momento de la distribución de los temarios37, cosa que 

no satisfizo a algunos concursantes que participaron del mismo examen.   

Estas situaciones anómalas no son nuevas, hechos similares se registraron en el desarrollo de 

concursos en el Consejo de la Magistratura de la Nación en los últimos años: en un caso, días 

antes del examen el juzgado en el que desempeñaba funciones uno de los concursantes solicitó 

copias de un fallo real, llamativamente similar al caso hipotético que se utilizó en el examen 

escrito38. En otro caso un concursante se habría presentado al examen escrito con las 

consignas en la mano, antes de que estas fueran distribuidas por el jurado39. 

Para reducir las probabilidades de que ocurran este tipo de situaciones conviene que se 

confeccionen diversos temarios (más de dos), entre lo cuales se podría sortear, y 

posteriormente fotocopiar40. Sería útil que, en tanto usualmente cada examen se compone de 

dos partes independientes y autosuficientes, que éstas sean distintas en cada temario41 y se 

sorteen ambas partes por separado, lo que dificultaría la tarea del concursante que ha 

accedido al temario de antemano y pretende llevar las respuestas que ha ensayado en su 

hogar al lugar del examen para su posterior entrega. 

 A su vez, el Reglamento prevé una serie de recaudos que deberían ser aplicados 

rigurosamente:  

                                                 
36 Ver resoluciones y documentos vinculados a la investigación: http://bit.ly/Zn34bw  
37 Ver Resolución del Consejo de la Magistratura que dispone el cierre de la Investigación:  http://bit.ly/15q1jLi  
38 http://www.lanacion.com.ar/1284738-servini-respaldo-un-polemico-concurso-de-la-justicia-federal 
39 http://www.lanacion.com.ar/1190288-avanza-el-caso-pravia 
40 En algunos concursos (ej fiscal de Cámara CAyT, defensor ante primera instancia CAyT, y jueces de 1era instancia 
CAyT) los concursantes tuvieron que contestar los exámenes a computadora, lo cual eliminaría la tarea de 
fotocopiado que suele insumir una gran cantidad de tiempo y recursos. 
41 En el concurso para fiscales de 1ra Instancia PCyF, por ejemplo, se prepararon dos temarios, pero la sección sobre 
faltas era la misma en ambos temas. Tema que salió sorteado: http://bit.ly/Y37HD7 Tema desechado: 
http://bit.ly/XYmW1O 

http://bit.ly/Zn34bw
http://bit.ly/15q1jLi
http://www.lanacion.com.ar/1284738-servini-respaldo-un-polemico-concurso-de-la-justicia-federal
http://www.lanacion.com.ar/1190288-avanza-el-caso-pravia
http://bit.ly/Y37HD7
http://bit.ly/XYmW1O


 

 “En todas las pruebas escritas las hojas serán provistas exclusivamente por el Consejo de la 

Magistratura y serán inicialadas por alguno de los miembros del Jurado o funcionario de la 

Comisión de Selección.” En aquellos casos en los cuales se entregaron las respuestas a mano 

las hojas entregadas por el consejo son todas iguales y fáciles de fotocopiar, por lo cual sería 

conveniente que se prepararan distintos formatos de hojas, entre las cuales se podría sortear 

antes del examen, con el objetivo de reducir las probabilidades de que algún concursante 

pueda tener acceso a ellas. 

Más importante es que el Consejo arbitre medidas para que en adelante todos los exámenes 

escritos se realicen a computadora, en tanto i) facilitaría la corrección por parte de los jurados; 

y ii) evitaría el fotocopiado de materiales luego del sorteo de temario; iii) reduciría las 

probabilidades de que algún concursante que accedió a las preguntas pueda llevar el examen 

completo (entendiendo que las computadoras contarán con un programa que impida cargar o 

acceder a archivos que no sean los provistos por el Consejo, y que al finalizar el tiempo 

asignado se deberá enviar el archivo a una impresora que estará bajo la supervisión conjunta 

del jurado y funcionarios del Consejo de la Magistratura, además de enviar copias digitales a 

los distintos miembros del jurado y al Consejo de la Magistratura). 

En este sentido, ocurrió una situación llamativa en el concurso para el cargo de Fiscal ante 

Cámara PCyF: “el temario del examen escrito no fue extraído del interior de un sobre  cerrado,  

violando la reglamentación respectiva. Si bien inicialmente se cumplió con dicha diligencia, lo 

cierto es que transcurridos aproximadamente unos treinta (30) minutos de comenzada la 

prueba, el Fiscal General Adjunto en lo Contencioso, Administrativo y Tributario, Rubén Antonio 

Pereyra42, ordenó su detención. Posteriormente, informó que los casos entregados eran, en sus 

palabras, “un proyecto de borrador” que por error había sido entregado al Consejo, por lo que 

procedió a repartir unos nuevos (…)”43. 

Más allá de la importancia y necesidad de que se respete la norma que estipula que los 

exámenes se deben extraer de un sobre cerrado, este tipo de situaciones genera todo tipo de 

especulaciones acerca de las razones reales que impulsaron el cambio, que deberían ser 

evitadas. 

 

 

                                                 
42 Jurado propuesto por la legislatura (ver CV: http://bit.ly/PedCD9 ) El jurado fue a su vez recusado –
extemporáneamente- por la concursante María Fernanda Botana, por manifestar durante el examen oral que tenía 
una larga relación de amistad con dos concursantes.) 
43 Ver impugnación presentada por la concursante María Fernanda Botana, (pg 2): http://bit.ly/XJ6Rt0 

http://bit.ly/PedCD9
http://bit.ly/XJ6Rt0


 

IV. Anonimato 

El anonimato es uno de los atributos más valiosos de esta etapa. Garantizar su pleno 

cumplimiento es fundamental para capitalizar su potencial. En este sentido el Reglamento 

prevé un sistema de codificación según el cual al acceder al aula del examen se le asigna al 

concursante un número clave con el que firmará las hojas de su examen, y que antes de ser 

entregadas al jurado serán reemplazadas por una clave alfanumérica, de manera tal que 

cuando el jurado reciba los exámenes, estos estarán identificados por una clave desconocida 

por los concursantes.44 

Es importante que este procedimiento sea llevado a cabo rigurosamente, para incrementar el 

costo de aquellos jurados que tengan un interés en favorecer a un concursante.  

 

  

 

V. Calificaciones 

Definitivamente el aspecto más relevante vinculado a esta etapa es la asignación de 

calificaciones. Es importante tanto para los concursantes como para la legitimidad del proceso 

en general que haya un patrón de corrección claro y consistente. En este sentido es importante 

que los jurados hagan públicos los criterios generales de corrección aplicados, y que funden la 

calificación asignada a cada examen en particular. 
                                                 
44 Ver anexo I http://bit.ly/GDKgK7 

http://bit.ly/GDKgK7


 

Entre los aspectos que mayores críticas e impugnaciones generó entre los concursantes de la 

Ciudad de Buenos Aires aparece la vaguedad con la cual muchos jurados fundaron sus 

calificaciones. El costo de este tipo de descuidos es enorme, porque deslegitima la calificación 

asignada y dificulta el análisis de la calificación con vistas a su impugnación, tanto por el 

propio examinado como por sus compañeros concursantes.  

Un ejemplo claro de esta desconfianza en las calificaciones y correcciones realizadas por el 

jurado se puede observar en la impugnación a la calificación del examen escrito presentada por 

una concursante: “Así, de la lectura de los dictámenes, se concluye, en general, que se limitaron 

a realizar un resumen de lo que consignó cada concursante, sin mayores consideraciones de 

derecho sobre la oportunidad, conveniencia o legalidad de lo resuelto, no adoptaron posición y 

admitieron como válidas soluciones francamente incompatibles”45. 

A su vez, una concursante explicó que “el jurado no ha destacado la existencia de errores o 

imprecisiones”46, mientras que un concursante que fue calificado con 44/45 puntos en el 

mismo concurso reclamó: “considero que la nota debería elevarse a un puntaje no menor de 45 

(cuarenta y cinco puntos), en tanto en la resolución del caso se cumplió ampliamente con las 

expectativas del jurado, a la vez que no se recibió la más mínima crítica por parte de este”47. 

Para evitar este tipo de reacciones por parte de los concursantes, es fundamental que los 

jurados ofrezcan fundamentos sólidos para cada calificación, con comentarios detallados 

respecto de los exámenes, donde expliquen tanto las fortalezas como las debilidades (errores 

u omisiones) de cada examen. Incluso sería una buena práctica de rendición de cuentas prever 

que en los exámenes realizados a mano los jurados deban devolver la fotocopia del escrito que 

les fue entregada con los comentarios, notas y correcciones que allí hubieran formulado.  

A su vez, en tanto es poco probable que en la práctica todos los jurados revisen todos los 

exámenes (en la CABA, por ejemplo ha habido concursos con más de 150 concursantes), sería 

positivo que hicieran públicos tanto los criterios de distribución de tareas, como así también 

qué jurado/s participaron de la corrección de los distintos exámenes o sus partes. 

Por otro lado, una concursante reclamó que “el jurado del concurso en abordaje, no ha 

propuesto una solución adecuada para los casos propuestos, despojando a los concursantes y 

los Señores Miembros de la C.S. e integrantes del plenario del C.M., del punto de partida claro, 
                                                 
45 Pg 8 Impugnación Botana (concursante para el cargo de Fiscal ante Cámara PCyF): http://bit.ly/XJ6Rt0. Ver 
dictámenes del jurado en este concurso: http://bit.ly/Zn3KxG Un ejemplo aún más claro de esta situación se 
observa en los dictámenes del jurado del concurso para jueces CAyT: http://bit.ly/VrlFzE 
46 Jurado calificó a la concursante Gabriela Seijas con 40/45 puntos. Acá los comentarios a su escrito (HDL 155): 
http://bit.ly/YiCbia Reclamos al respecto, ver pg 6 de su impugnación: http://bit.ly/XkFYMI 
47 Comentarios del jurado al examen del concursante Juan Lima (BKP 225): 
http://bit.ly/W073Kc Los reclamos del concursante aparecen a fs 23 de su impugnación: http://bit.ly/UKgWeC 

http://bit.ly/XJ6Rt0
http://bit.ly/Zn3KxG
http://bit.ly/VrlFzE
http://bit.ly/YiCbia
http://bit.ly/XkFYMI
http://bit.ly/W073Kc
http://bit.ly/UKgWeC


 

es decir de criterios técnicos de calificación, ya sea para compartirlos total o parcialmente o 

desecharlos por errados.”48 

Sin embargo, cabe destacar la práctica implementada por el jurado del concurso en cuestión49, 

que junto a las calificaciones y los dictámenes particulares, acompañó un documento con las 

pautas de ponderación acordadas por el jurado, una reseña general y sumamente detallada (en 

comparación con aquella presentada por los jurados de otros concursos) de aquellos puntos 

que los concursantes pudieron o debieron haber tratado en sus exámenes, junto con los 

principales errores y omisiones cometidas50.   

 

VI. Impugnaciones 

 La necesidad de fundamentar las calificaciones es particularmente relevante cuando –como 

es el caso de la Ciudad de Buenos Aires- aquellos que asignan los puntajes no son quienes 

resuelven las impugnaciones. 

En procedimientos que prevén que sean directamente los Consejeros quienes resuelvan las 

impugnaciones que se presentan contra los exámenes, la falta de un dictamen claro y 

completo para fundar un puntaje otorga una amplia discreción para la interpretación de dicho 

dictamen por parte de los Consejeros al momento de evaluar la impugnación presentada, y 

habilita a los Consejeros a modificar dicha calificación sin necesidad de realizar un análisis 

detallado del mismo. 

El mecanismo más efectivo de reducir estas situaciones es establecer que el jurado es quien 

debería resolver las impugnaciones sobre los exámenes escritos y orales. En el Ciudad de 

Buenos Aires la necesidad de una reforma del reglamente que revierta estas situaciones es 

urgente: Los jurados son los especialistas en quienes se confió la etapa técnica del proceso de 

selección, y por lo tanto son los más capacitados para evaluar la procedencia de las 

impugnaciones. Esta cuestión será abordada con mayor detalle en el capítulo de 

impugnaciones. 

  

                                                 
48 Concursante Cecilia González de los Santos, concursando para el cargo de defensor de primera instancia PCyF (ver 
pg 5 de impugnación): http://bit.ly/11uFECE 
49  Enrique Paixao  (TSJ), María Lorena Shiariti  (CPACF), Javier De Luca (UBA), Hernán V. Gullco (MPD), Rodriguez 
Eggers (Legislatura) – al hacer clic sobre sus nombres podrá acceder a sus CV 
50 Ver el documento de comentarios generales: http://bit.ly/W07ap7  

http://bit.ly/11uFECE
http://concursostransparentes.files.wordpress.com/2010/10/curriculum-paixao.pdf
http://concursostransparentes.files.wordpress.com/2010/10/schiariti-cpacf-42.pdf
http://concursostransparentes.files.wordpress.com/2010/11/uba.pdf
http://concursostransparentes.files.wordpress.com/2010/10/cv-gullco-2010.pdf
http://concursostransparentes.files.wordpress.com/2010/10/rodriguez-eggers-conc-43-sup.pdf
http://concursostransparentes.files.wordpress.com/2010/10/rodriguez-eggers-conc-43-sup.pdf
http://bit.ly/W07ap7


 

VII. Recomendaciones 

 Evitar la utilización de casos reales al momento de diseñar los casos prácticos del 

examen escrito. 

 Establecer diversos mecanismos para garantizar la confidencialidad de las 

consignas: Entre ellos i) crear varios temarios y realizar un sorteo público 

inmediatamente antes del examen (y sortear por separado las distintas secciones 

que componen el examen); ii) Prever espacios para que todos los exámenes se 

realicen a computadora; iii) En aquellos casos en los cuales los exámenes se realizan 

a mano prever diversos tipos de papel posibles, y sortear el que será utilizado en el 

examen al mismo tiempo que se sortean los temarios;  iv) Prever que cada hoja 

solicitada por los concursantes deba llevar la firma de un funcionario del consejo y 

una del jurado (y controlar el cumplimiento de la misma) 

 Establecer un sistema de codificación de los exámenes que proteja el anonimato y 

controlar su cumplimiento de manera rigurosa. 

 Establecer protocolos para los Jurados en donde se establezcan criterios y formatos 

que permitan fundar con mayor rigurosidad y detalle las calificaciones asignadas. 

 Prever la necesidad de que cada Jurado haga públicos los criterios generales de 

corrección, estableciendo los principales argumentos, leyes, jurisprudencia, etc que 

los concursantes deberían haber identificado, y haciendo público una respuesta 

modelo. 

 Si el examen consta de más de una sección, es importante que en el mismo examen 

figure el puntaje que se adjudicará a cada sección. 

 Establecer que el mismo Jurado debe ser quien resuelve la impugnación (sin que ello 

sea un impedimento a la posibilidad de prever una instancia de apelación claramente 

delimitada).  

 

 

 



 

Exámenes orales 

 

 

 

 

 

I. Descripción 

La etapa del examen oral es la que permite una evaluación más integral de los concursantes, 

quienes deben exponer sobre un tema y/o caso hipotético específico durante un tiempo 

predeterminado, y luego responder las preguntas que le formulen los jurados, vinculadas al 

tema o sobre otras áreas en las cuales el concursante deberá desempeñar funciones de ser 

designado para el cargo.  

Si bien en la Ciudad de Buenos Aires tanto el proceso Contencioso Administrativo y Tributario, 

como penal contravencional se desarrollan por escrito, el hecho de que los concursantes deban 

hacer sus presentaciones oralmente garantiza un estándar mínimo de transparencia, ayuda a 

generar un mayor acercamiento de la sociedad al proceso de selección, y permite que os 

candidatos expliquen acabadamente su posición respecto de una amplia gama de cuestiones 

que pueden surgir en la sección de preguntas del jurado. 

(*) En la práctica, si bien todos los Consejeros pueden formular preguntas, la calificación de las entrevistas es responsabilidad 
exclusiva de los 3 Consejeros/as que integren la Comisión de Selección. 

 



 

El Reglamento vigente en la CABA regula cuatro puntos que hacen al examen en sí51 : 

 El jurado define el temario, que deberá integrarse con temas vinculados a la función 

que se pretenda cubrir, y permita evaluar tanto la formación teórica como la 

capacitación práctica del concursante, y su idoneidad para la resolución de 

conflictos. 

 El temario debe ser entregado a la Comisión de Selección para su publicación por 

Internet (con la antelación que ésta disponga). En el acto de cada prueba oral se 

sorteará el tema sobre el que versará el examen de cada concursante. 

 Los concursantes no podrán presenciar exámenes orales de personas que participen 

del mismo concurso. 

 Las evaluaciones orales serán filmadas y tendrán carácter público. 

 

II. Diseño del Examen Oral 

La decisión sobre qué temas serán incluidos al momento del examen podrá influir en el perfil 

de Magistrados que terminen seleccionados, y por ende indirectamente en la administración de 

justicia. 

Es importante, por lo tanto, que al momento de definir qué cuestiones serán incluidas dentro 

del temario se tenga en cuenta i) los temas de mayor relevancia institucional o social que 

actualmente o en el futuro cercano deberán ser abordados por el aparato judicial; ii) qué temas 

ocuparán la mayor parte del tiempo de aquel concursante que termine seleccionado; iii) los 

temas sobre los cuales hay una demanda social. 

Para que el temario sea útil en términos prácticos es fundamental que cada tema sea conciso y 

abarcable dentro de un tiempo de exposición razonable, tomando en cuenta la cantidad de 

concursantes que se encuentran participando del proceso y la disponibilidad de los jurados.  

En algunos de los concursos observados en la CABA, la falta de especificidad del temario52 

dificultaba su estudio, y en algunos casos llevaba a que los jurados acotaran el tema sorteado 

                                                 
51 Ver art. 32 del Reglamento: http://bit.ly/GDKgK7  
52 Por ejemplo el temario del concurso 40/10 para ocupar 3 cargos de Fiscal ante la Cámara Penal Contravencional y 
de Faltas. “UNIDAD N° 7:  Problemas generales de la responsabilidad penal: justificación, culpabilidad, tentativa, 
participación, omisión y concursos.   

http://bit.ly/GDKgK7


 

en medio de la exposición, lo cual indudablemente afectó el principio de igualdad entre 

concursantes.  

Por otro lado, es importante que -al menos en la sección destinada a repreguntas- se prevean 

preguntas tendientes a evaluar la capacidad del concursante para aplicar de manera práctica 

los conceptos incluidos en el temario. De ese modo se podrá vincular los conceptos explicados 

a la tarea propia del cargo que se está concursando, acercando el análisis del jurado a la 

capacidad del concursante para resolver situaciones típicas del cargo en cuestión. 

 

III. Momento de Publicación de los temarios 

Cuando son muchos los profesionales que se encuentran concursando, por cuestiones de 

tiempo es natural que se prevean diversas fechas para la realización de exámenes orales. Es 

importante que el Jurado o el Consejo tomen recaudos para que esta diferencia de fechas de 

examen no afecte la igualdad entre los concursantes. Por ejemplo, se deberían tomar recaudos 

para preparar un temario para cada fecha de examen, y que sean publicados con la misma 

antelación al examen, de manera tal que todos los concursantes tengan la misma cantidad de 

tiempo de preparación53.  

En los concursos observados en la Ciudad de Buenos Aires, si bien hubo algunos jurados que 

tomaron esta previsión54, hubo otros que publicaron un único temario para todas las fechas de 

examen, lo cual derivó en que los últimos concursantes en presentarse a la mesa de examen 

tuvieran un mes más de preparación55.  

 

IV. Publicidad de la etapa de examen oral 

La publicidad de la etapa de exámenes orales es uno de los pilares básicos de transparencia del 

proceso. Sin embargo, también debería ser capitalizado para jerarquizar el mecanismo de 
                                                                                                                                               
Menores de edad imputados por contravenciones y/o delitos. Régimen aplicable. (Normas locales, nacionales e 
internacionales).  Sujetos procesales. Legitimación.  
Responsabilidad penal y  contravencional de las personas jurídicas. Imputación  
objetiva, en el marco de la regulación legal del proceso penal, contravencional y de  
faltas de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires.   .” Ver temario: http://bit.ly/Y3uWwQ      
53 Es importante, para que este tipo de medidas no implique un trato desigual entre concursantes, que todos los 
temarios sean similares en cuanto a especificidad y temáticas abarcadas. 
54 Ver por ejemplo cómo el jurado del Concurso 43/10  (11 cargos de Defensor ante primera Instancia PCyF) resolvió 
esta cuestión: http://bit.ly/t0ItiM  
55 Más información y documentos sobre este examen oral: http://bit.ly/yKFnSM  

http://bit.ly/Y3uWwQ
http://bit.ly/t0ItiM
http://bit.ly/yKFnSM


 

concursos y el Poder judicial. Para ello se debe procurar activamente la afluencia de público, lo 

cual requiere de una amplia convocatoria56. A su vez, para recibir al público es necesario un 

auditorio amplio capaz de albergar al público convocado. Para maximizar las posibilidades de 

cumplir ambos puntos, los auditorios de las Universidades resultan candidatos naturales, tanto 

por espacio y ausencia de costo, como por la posibilidad de acercar a estudiantes y académicos 

al proceso de selección de magistrados. 

Sin embargo, el libre acceso de público requiere que se tomen ciertas precauciones. En la 

Ciudad de Buenos Aires, que cumple con el principio de publicidad de los exámenes orales, los 

observadores de la ICT pudieron constatar que una parte del público estaba conformada por 

familiares, empleados y amigos de concursantes que se presentarían a rendir en fechas 

futuras, y enviaban personas de confianza para que hicieran un relevamiento de los jurados, el 

tipo de preguntas que hacían, y el tipo de respuestas que les agradaban. De esta manera, si 

bien en la CABA el Reglamento prevé que los concursantes no pueden presenciar los exámenes 

de otros participantes, los objetivos de esta regla no se cumplieron. La solución a esta clase de 

inconvenientes no debe ser la de cerrar los concursos al público, claro. La existencia de varios 

temarios atenuaría los efectos perniciosos de esta práctica criticable. 

 

V. Registro Fílmico de la Etapa 

Por otro lado, al igual que con las entrevistas personales, es necesario que se prevea la 

tecnología necesaria para documentar cada examen oral. Esta previsión es imprescindible para 

que los concursantes puedan –posteriormente–   analizar las calificaciones obtenidas por sus 

competidores, y eventualmente plantear impugnaciones con garantías suficientes de acceso a 

los exámenes relevantes. 

 A su vez, para garantizar la efectiva publicidad y transparencia de las etapas orales, es 

necesario que las filmaciones se coloquen a disposición del público a través de Internet.57 Dado 

que (tal como sucede en casi todas las jurisdicciones) cualquier persona puede presenciar los 

exámenes orales, el público que puede acceder a los videos no es formalmente más amplio que 

aquel que puede presenciar el examen “en vivo”, aunque definitivamente agranda el conjunto 

de personas que accederán en la práctica. 

                                                 
56 Ej. utilizando redes sociales y afiches 
57 Para leer respuestas a las posibles objeciones a esta medida de publicidad, ver http://bit.ly/n7eBxo  

http://bit.ly/n7eBxo


 

En la Ciudad de Buenos Aires el Reglamento dispone la filmación de las etapas orales, pero 

inicialmente sólo permitía que los concursantes y funcionarios del Consejo de la Magistratura 

accedieran a ellas. Luego de la presentación de una acción judicial58, el Plenario del Consejo 

dictó una Resolución mediante la cual otorgaban libre acceso a las filmaciones de las 

entrevistas a la ciudadanía59.  Posteriormente el Consejo creó un canal de youtube, al cual 

cargó las filmaciones de entrevistas personales. Es fundamental que esta práctica se haga 

extensiva a futuros exámenes orales. 

 

VI. Calificaciones 

Para asegurar la equidad y transparencia de esta etapa, y garantizar equitativamente el 

derecho de los concursantes de presentar impugnaciones, es necesario que el Jurado 

establezca y haga público de manera anticipada los criterios de corrección que serán aplicados, 

y que los aplique de manera homogénea a todos los concursantes. 

 Sería útil que existan pautas acerca de cuáles son los criterios que serán evaluados, aclarando 

cuántos puntos se asignan por cada sección (como ser claridad y estructura lógica de la 

exposición, conocimiento de la doctrina, conocimiento de la jurisprudencia, calidad del 

razonamiento, etc). A su vez, los dictámenes deberían fundamentarse siguiendo dicha 

estructura, y haciendo referencia directa a las razones por las cuales no se asignó el máximo 

puntaje en cada categoría, y cuales fueron las principales fortalezas de la exposición. 

Por otro lado, y para maximizar la transparencia sería útil que cada jurado deba hacer público 

la asignación que -según su propio juicio- debería otorgársele a cada concursante, y que el 

Jurado como órgano colegiado explique la metodología utilizada para arribar al puntaje que se 

le entregó al Consejo para ser publicado. 

En los concursos observados en la CABA muchos de los dictámenes publicados no ofrecen 

explicaciones completas, exhaustivas y suficientes para justificar los puntajes asignados: en 

muchos casos el comentario está enfocado casi por igual a cuestiones de forma y fondo, y en 

otros se hace una crítica de modo general sin precisar ejemplos concretos60. Cuando los 

dictámenes carecen de fundamentos exhaustivos, tal como será tratado en la sección de 

                                                 
58 Ver post explicativo con link a la demanda: http://bit.ly/Xd6PMJ 
59 Ver post de análisis y reflexiones sobre este hecho: http://bit.ly/wr8Hfl  
60 “Desarrolla el tema, en general de modo conceptual y adecuado pero poco profundo. Incurren en alguna 
imprecisión” Calif: 28 Puntos. Concursante: Pablo A. De Giovanni. Ver Dictamen: http://bit.ly/n7eBxo  

http://bit.ly/Xd6PMJ
http://bit.ly/wr8Hfl
http://bit.ly/n7eBxo


 

impugnaciones, el Consejo debió enfrentar serias dificultades para su resolución, al tiempo que 

se expandía su discrecionalidad de manera exagerada.  

 

VII. Recomendaciones 

 Prever un temario con temas abarcables en el lapso de un examen oral 

 Prever la confección de tantos temarios como fechas de exámenes orales para un 

mismo concurso, y establecer un cronograma de publicación escalonado de manera 

tal que todos los concursantes tengan el mismo plazo para prepararse. 

 Establecer la obligación de que los jurados establezcan criterios de calificación 

detallados, desagregados, específicos y públicos antes del examen oral (por ejemplo: 

puntaje que será asignado por calidad del razonamiento, lógica de la exposición, 

referencias apropiadas a normas, doctrina, jurisprudencia, etc) 

 Establecer la obligación de que los jurados desarrollen dictámenes detallados, 

siguiendo las pautas de corrección previamente publicadas, e incluyendo detalles de 

las fortalezas y debilidades de la exposición de cada concursante. 

 Establecer mecanismos para que las calificaciones asignadas por cada miembro del 

jurado se hagan públicas, al igual que la metodología utilizada para arribar a la 

calificación final del jurado como cuerpo colegiado. 

 Prever los recursos necesarios para la filmación del examen oral. 

 Establecer un mecanismo para la digitalización y acceso oportuno e irrestricto de las 

filmaciones mediante su publicidad a través de Internet, consignando nombre 

completo, tema y calificación como parte de la descripción del video. 

 Establecer canales y mecanismos para la difusión amplia de la convocatoria a 

presenciar los exámenes orales, y un auditorio amplio para la recepción del público. 



 

Antecedentes 

 

 

 

 

I. Descripción 

La calificación de antecedentes define el perfil de Poder Judicial y Ministerio Público que 

persigue el Consejo de la Magistratura. A su vez, y como consecuencia de su diseño, es una 

etapa muy útil para difundir de manera objetiva la formación de los distintos concursantes, sus 

perfiles e intereses. Por último, es –comparativamente- la etapa en la cual existe la posibilidad 

de asignar puntajes de manera más objetiva.  

En la Ciudad de Buenos Aires, a diferencia de lo que sucede en otras jurisdicciones (Ej. Santa Fe 

y Rio Negro), el puntaje de esta etapa es asignado por los miembros del Consejo de la 

Magistratura (comisión de selección). 

 A su vez, en la CABA la etapa de análisis de antecedentes es la que mayor cantidad de puntos 

asigna (70/200), es la que se encuentra regulada con mayor detalle en el Reglamento, y la que 

mayores reformas requiere para contar con un nivel de especificidad y detalle aún mayores, en 

tanto de las impugnaciones presentadas por los mismos concursantes surge la incertidumbre 

(*) En la práctica, si bien todos los Consejeros pueden formular preguntas, la calificación de las entrevistas es responsabilidad 
exclusiva de los 3 Consejeros/as que integren la Comisión de Selección. 

 



 

acerca de la pertinencia de las clasificaciones realizadas por los Consejeros al asignar los 

respectivos puntajes.  

A fines de 2011 el Consejo de la Magistratura realizó una reforma de los artículos que regulan 

esta etapa. Dicha reforma implicó una redefinición significativa del perfil de Poder Judicial que 

persigue el Consejo de la Magistratura: Se equiparó el puntaje correspondiente a antigüedad en 

cargos del Poder Judicial CABA al ejercicio de las mismas funciones en otras jurisdicciones, y se 

trazó un esquema objetivo para equiparar el ejercicio de cargos en la jurisdicción al ejercicio 

libre de la profesión y el desempeño de funciones públicas relevantes61. 

La reforma implica un gran avance en la democratización del ingreso al Poder Judicial y el 

Ministerio Público; sin embargo, subsisten una serie de defectos vinculados a la especificidad y 

naturaleza de los criterios utilizados en la matriz anterior. Cabe aclarar que en los concursos 

observados se calificaron los antecedentes de los concursantes a partir de la letra del artículo 

anterior.  

En tanto el análisis que se realizará a lo largo de las primeras secciones de este capítulo están 

vinculados a características que subsisten en la redacción actual, y con el objetivo de actualizar 

el debate, se describirá la etapa a partir de la matriz de asignación de calificaciones actual. 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 
                                                 
61 Para ver la Resolución 1052/2011 que reformó el Reglamento, ir a http://bit.ly/YrPBsS  

http://bit.ly/YrPBsS


 

II. La matriz que regula la asignación de puntajes 

Matriz de Calificación 
Sección Concepto evaluado Criterios de Evaluación Tipo de 

Análisis 
Puntos 

I. Antecedentes 
profesionales 
(Max Puntos: 42) 

I.1.A. Carrera 
profesional 
(Parámetros 
objetivos de 
valoración)62 

Categoría 1) Juez de 1ra 
Instancia, abogado con 12 años 
de ejercicio, Funcionario 
público con titulo expedido 
hace más de 8 años 

Antigüedad, modalidad 
de acceso al cargo, 
"Funciónes públicas 
relevantes" 

Objetivo 25 

Categoría 2) Secretario de 
Cámara, abogado matriculado 
hace más de 10 años, 
Funcionario público con titulo 
expedido hace más de 10 años 

Antigüedad, modalidad 
de acceso al cargo, 
"Funciónes públicas 
relevantes" 

Objetivo 22 

Categoría 3) Secretario de 1ra 
Instancia, abogado matriculado 
hace 8 años, Funcionario 
público con titulo expedido 
hace más de 8 años 

Antigüedad, modalidad 
de acceso al cargo, 
"Funciones públicas 
relevantes" 

Objetivo 19 

I.1.B Antecedentes en el P. Judicial o M.P. CABA 

Modalidad de ingreso 
(Concurso), Cargos 
ocupados, Periodos de 
actuación, características 
de las funciones 
desempeñadas, motivos 
del cese 

Objetivo 
Hasta 
28 

I.1.C Ejercicio privado de la profesión 

Fecha en la cual se 
expidió la matricula 

Objetivo 

Hasta 
28 

"Calidad e intensidad de 
su desempeño, sobre la 
base de los elementos 
que a tal fin aporten los 
aspirantes" 

Subjetivo 

I.1.C Desempeño de funciones públicas 

Cargos desempeñados, 
periodos de actuación, 
naturaleza de las 
designaciones, 
características de las 
funciones 

Objetivo 
Hasta 
28 

I.1D Especialidad (desempeño de labores o 
funciones vinculadas a la especialidad) 

Tiempo (antigüedad) Objetivo 

Hasta 14 

"Intensidad y calidad en 
la tarea"             
"Proyectos, resoluciones, 
etc" presentados (su 
calidad y si han sido 
objeto de análisis 
doctrinario) 

Subjetivo 

                                                 
62 Aquí parece haber un error de tipeo, en tanto esta sección es de un orden distinto al resto de las secciones 
agrupadas dentro de la categoría I.1 



 

II. Antecedentes 
académicos  (Max 
Puntos: 28) 

a) Doctorados 

"Obtención de titulo de 
doctor en derecho o 
equivalente, y materia 
vinculada a concurso" 

Objetivo Hasta 7 

b) Posgrados Acreditar titulo Objetivo Hasta 
5,5 

c) Ejercicio de la Docencia o Investigación 
Naturaleza de las 
designaciones, 
especialidad 

Objetivo 
Hasta 
5,5 

d) Publicaciones 
Calidad y "Trascendencia 
con relación a la vacante 
a cubrir" 

Subjetivo 
 
 

Hasta 5 

e) "Todos aquellos antecedentes relevantes a 
juicio del jurado" 

"juicio del jurado" 
Subjetivo 
/Objetivo 

Hasta 5 

 

En primer lugar corresponde poner de manifiesto la necesidad de dotar de mayor organicidad 

al artículo que regula esta etapa: La reforma introdujo la sección I.1.A, de cuya redacción surge 

que la asignación de puntos es automática y fija en lugar de sujeta a una escala (los incisos 

utilizan la construcción “recibirán un puntaje básico de [X] puntos”, en lugar de “se concederán 

hasta [X] puntos”). Esta modificación indudablemente reduce la discrecionalidad y aporta 

mayor transparencia a la asignación de puntajes. Sin embargo, al introducir esta nueva sección 

se debería haber reformulado o eliminado los criterios y puntajes de las secciones I.1.B y I.1.C, 

en tanto muchos de los criterios son idénticos a los que ya fueron evaluados y calificados en la 

sección I.1.A. 

En segundo lugar, corresponde evaluar la naturaleza del análisis que se realiza en esta etapa. 

Tal como se observa en la tabla, la asignación de los puntajes se realiza a partir de criterios 

“objetivos” y “subjetivos”. El desafío por lo tanto es doble: En el caso de los criterios de 

naturaleza objetiva, el Consejo debe diseñar un protocolo que le permita maximizar la 

objetividad del análisis de manera tal que se garantice un trato igualitario entre concursantes. 

En el caso de los criterios subjetivos debe garantizar que el análisis será riguroso y realizado 

por personas calificadas para tal fin. 63 

 

 

 
                                                 
63 Este punto fue un eje de las propuestas de los lectores. Ver sección de propuestas en los resultados de la 2da 
Encuesta de Percepción (respuestas recopiladas entre julio y septiembre 2012): http://bit.ly/W9nlfl 

http://bit.ly/W9nlfl


 

II. a. Criterios de análisis subjetivo: Necesidad de convocar a expertos 

Es fundamental que la calificación los antecedentes cuyo análisis es netamente subjetivo, 

valorativo, cualitativo, la realicen expertos -que podrían ser los mismos Jurados que calificaron 

los exámenes (Ej. Santa Fe), o bien constituir un Jurado específico para tal fin (Ej. Rio Negro)64.  

El Consejo de la Magistratura define el perfil de candidato que busca la CABA para integrar el 

Poder Judicial. Esta es una de las funciones centrales del Consejo, y por ello el marco normativo 

que regula la integración de este órgano prevé la necesidad de una integración plural y 

equilibrada del Consejo de la Magistratura. Sin embargo, los Consejeros no son, ni se espera 

que sean, expertos en todas las áreas del derecho.  

A su vez, comprendiendo la dificultad de evaluar con profundidad aspectos como la entidad y 

calidad de los trabajos que se presenten, particularmente cuando concursan decenas de 

profesionales y cada concursante suele presentar más de 5 publicaciones (artículos en revistas 

jurídicas, participaciones en tratados y manuales, etc), derivar estas tareas en especialistas 

liberaría de parte de la carga laboral a los Consejeros miembros de la Comisión de Selección, 

quienes deben evaluar una gran cantidad de antecedentes. 

Por otra parte, en algunas áreas delineadas como “subjetivas” en el cuadro – tal como 

publicaciones – se puede avanzar paulatinamente en sub-criterios de valoración objetiva como 

ser – en el caso de publicaciones- la revista o editorial que publica el artículo, y qué revistas o 

autores han citado la publicación del concursante. A su vez esta información debería 

ingresarse a una base de datos pública que sirva de referencia para los jurados de futuros 

concursos65. 

Por estas razones, sería importante que se reforme el reglamento (art. 41) y se establezca: i) 

Reformular aquellos incisos en los cuales se prevé la asignación de puntajes a partir de 

                                                 
64 En Rio Negro existe la “Comisión Evaluadora de los antecedentes”, que está compuesta por tres miembros, uno en 
representación de los abogados de las cuatro circunscripciones judiciales, uno  en representación del Poder 
Legislativo y uno por el Poder Judicial –Superior Tribunal de Justicia o Ministerio Público según corresponda-. La 
Comisión Evaluadora de antecedentes es distinta en composición y origen al “Jurado Examinador”, encargado de 
calificar los exámenes. (Para mayor detalle, ver Ley K 2434 (2008), art. 7.1: http://bit.ly/Xs3dEP . En Santa Fe un 
mismo “Cuerpo Colegiado de Evaluación Técnica” analiza tanto exámenes como antecedentes. Ver art. 3 y 4 del 
decreto 2623 (2009):  http://bit.ly/Vlz7oO.  
La opción de constituir un Jurado distinto al que calificó los exámenes aparece como una opción más atractiva, en 
tanto de otra manera se concentrarían demasiadas responsabilidades en un conjunto de personas, lo cual sería 
inconveniente tanto por la sobrecarga de tareas, como por el margen de impacto que se les estaría concediendo, en 
tanto son quienes califican las dos primeras etapas, y conocen los resultados de al menos una de ellas (entendiendo 
que los exámenes escritos se encuentran codificados). 
En cualquier caso, tal como fue descrito en la sección sobre los Jurados, es necesario que se fijen criterios objetivos 
que garanticen la idoneidad, e imparcialidad de los expertos que son convocados. 
65 Este punto surgió a partir de una propuesta realizada por Damián Zayat (académico – Universidad de Palermo) en 
el marco de la mesa de discusión convocada por ACIJ para discutir la versión preliminar del presente informe. 

http://bit.ly/Xs3dEP
http://bit.ly/Vlz7oO


 

criterios mixtos (subjetivos y objetivos), delineando con precisión qué cantidad de puntos 

deberían ser asignados de acuerdo a criterios objetivos, y cuáles siguiendo criterios subjetivos 

(particularmente los Incisos I.1C y I.1.D, que a su vez deben ser reformulados a la luz del I.1.A); ii) 

Establecer con precisión los criterios que deberán ser seguidos para el análisis de los criterios 

subjetivos (Ej. la calidad de publicaciones, etc). 

 

II. b. Criterios de análisis objetivo: Incrementar el nivel de especificidad 

La mayoría de los puntos asignados en esta etapa están definidos por criterios objetivos. Es 

importante que el Consejo de la Magistratura adopte medidas para maximizar la transparencia 

y objetividad con la cual se asignan estos puntajes. 

Una medida que sería destacable en este sentido, sería crear un registro público de las 

calificaciones que fueron asignadas durante los últimos años a los distintos antecedentes que 

están sujetos a criterios objetivos. Es así que a partir de la práctica se podrían comenzar a 

delinear estándares cada vez más precisos y específicos. Existiendo criterios pre-establecidos 

y públicos se reduciría la cantidad de impugnaciones vinculadas a los antecedentes. A su vez, el 

Consejo de la Magistratura podrá definir cada vez con mayor precisión el perfil de abogado que 

requiere, lo cual generaría incentivos para que los interesados tomen medidas para adecuarse 

a dicho perfil. 

 

III. Plazo para la calificación y momento de publicación 

de los resultados 

En relación con el plazo para la calificación de los antecedentes, el art. 31 del Reglamento 

establece:  

“El mismo día en que se tome la evaluación escrita, el Secretario de la Comisión de 

Selección pondrá a disposición de los Consejeros integrantes de esa Comisión, los 

antecedentes de aquellos Concursantes que se hubieran presentado a la prueba (…) 

quedando obligada  a completar las calificaciones encomendadas a razón de un (1) 

día cada veinte (20) Concursantes.” 



 

Hay razones para considerar que el plazo es exiguo, particularmente si se pretende que la 

etapa incluya un análisis cualitativo de antecedentes (ej. Publicaciones), y un control de 

autenticidad de la información presentada por los concursantes.  

Por otro lado, en relación con la publicidad de tales calificaciones, la situación reglamentaria y 

práctica es altamente problemática, según explicamos a continuación: 

Del artículo 31 del reglamento, se podría inferir que las calificaciones se publican siguiendo el 

plazo de evaluación fijado. Pero no es así como funcionan los concursos en la práctica. De 

hecho, si se fuera el plazo para la publicación de las calificaciones, el Consejo de la 

Magistratura no cumplió con el plazo en varios de los concursos observados66.  

Sin embargo, curiosamente, la redacción del Reglamento disocia el plazo para la calificación de 

los antecedentes del momento de la publicación de sus resultados. La única referencia a la 

publicación de los resultados de esta etapa aparece en la regulación de la etapa de 

impugnaciones. Allí se dispone –en confusa redacción- que el Consejo difunda de manera 

conjunta los resultados de las 4 etapas calificadas67.  

Por otro lado, a partir de una cuestionable reforma al Reglamento68 realizada a fines de 2010, 

las calificaciones de los exámenes se hacen públicos antes de que los Consejeros realicen las 

entrevistas personales.  

Tal como será desarrollado en el capítulo sobre entrevistas personales, esto implica que al 

asignar los puntajes de esa discrecional etapa, los Consejeros saben positivamente cómo 

quedará conformado el orden de mérito en base a las calificaciones que asignen. 

Dado que en la redacción actual del Reglamento la única referencia a la publicación de las 

calificaciones de la etapa de antecedentes está asociada a la publicación de los resultados de 

la entrevista personal, en la práctica no hay manera de verificar el cumplimiento del plazo de 

calificación de los antecedentes, ni asegurar que dicha calificación sea hecha pública antes de 

las entrevistas, ni antes de que la Comisión de Selección conozca los puntajes de los dos 

exámenes. 

Esta situación habilita la posibilidad de que los antecedentes se califiquen luego de acceder a 

las calificaciones que los concursantes reciben en las etapas de examen escrito y examen oral, 

                                                 
66 Como ejemplo podemos tomar el concurso 39, en el cual los exámenes escritos se realizaron el 1/7/2011 (ver), y si 
bien se presentaron 14 profesionales a rendir dicho examen, el Consejo se demoró hasta el 17 de abril de 2012 para 
publicar los resultados (ver) 
67 Art. 38 – “Comunicación de Resultados. Dentro de los cinco (5) días de recibida la evaluación de antecedentes y de 
las entrevistas personales, por Secretaría se publican sus resultados conjuntamente con los de las evaluaciones 
escrita y oral en la página web del Consejo de la Magistratura por el plazo de tres (3) días.” 
68 Ver Reglamento: http://bit.ly/GDKgK7  

http://concursostransparentes.files.wordpress.com/2011/12/escritos-fiscal-caara-cayt.pdf
http://concursostransparentes.files.wordpress.com/2011/12/concurso39-2.pdf
http://bit.ly/GDKgK7


 

y junto a la calificación de las entrevistas personales, lo cual reduce significativamente las 

garantías de transparencia y crea incentivos enormes para la discrecionalidad y 

comportamientos estratégicos de parte de los integrantes de la comisión de selección en la 

calificación de los antecedentes.  

Es fundamental que quienes asignan estos puntos publiquen los resultados antes de que el 

Jurado difunda los resultados de los exámenes escritos y exámenes orales69.  

 

IV. Fundamentación de las calificaciones 

La justicia de las calificaciones requiere que se basen en fundamentos públicos, claros, 

consistentes y adecuados. Esta claridad incrementaría el nivel de transparencia y reduciría la 

cantidad de errores, lo cual generaría una mayor confianza de los concursantes hacia las 

calificaciones, y consiguientemente reduciría los incentivos a impugnar.   

En la CABA cada formulario de antecedentes suele tener una extensión de entre 20 y 40 

páginas, sin contar los anexos en los cuales se acompañan publicaciones, escritos, sentencias, 

etc (con las cuales cada presentación puede llegar a  sumar cientos de páginas)70. Es así que 

bajo el diseño actual, -en la práctica- los asesores de los Consejeros que integran la Comisión 

de Selección deben analizar una enorme cantidad de datos y asignar puntajes, que después 

serán convalidados por sus superiores. Dado que en general se realizan varios concursos de 

manera simultánea, la asignación de calificaciones no fue del todo prolija, y generó una gran 

cantidad de impugnaciones.  

Un ejemplo paradigmático de los errores que se pueden cometer surgen de la impugnación de 

una concursante para el cargo de fiscal ante la Cámara PCyF, quien pone de relieve que en la 

categoría antigüedad recibió puntos por haber desempeñado funciones en el “Poder Judicial de 

la Nación, Poder Judicial de la Provincia de Buenos  Aires y Poder Judicial de la CABA”, cuando –

según explica la misma concursante en su impugnación- en ningún momento trabajó en el 

Poder Judicial de la Provincia de Buenos Aires.71  

Este ejemplo ilustra el tipo de fallas que pueden afectar el proceso de asignación de puntajes, 

pero sobre todo la dificultad de detectarlas (agravada por el escaso período entre la 

                                                 
69 Para leer más sobre este punto, ver post en el blog de la ICT: http://bit.ly/VrjvAg 
70 Ej: CV Fernando Juan Lima: http://bit.ly/MryrYZ , CV María Cristina Cuello: http://bit.ly/OE6sTQ  
71 Ver pg 8 impugnación Claudia Barcia 
(http://concursostransparentes.files.wordpress.com/2012/03/claudia-barcia.pdf) 

http://bit.ly/VrjvAg
http://bit.ly/MryrYZ
http://bit.ly/OE6sTQ
http://concursostransparentes.files.wordpress.com/2012/03/claudia-barcia.pdf


 

publicación de las calificaciones y el cierre del plazo para presentar impugnaciones, que se 

concedió en este conjunto específico de concursos72).  

Por ello, también resulta fundamental que los CV de los concursantes tengan caracter público 

durante todo el proceso, y sean de fácil acceso (digitalizados, disponibles en la web, difundidos 

activamente por el Consejo al resto de los concursantes y a la comunidad en general).  

A su vez este tipo de errores también determina la necesidad de que se modifique el formato 

mediante el cual se publican las calificaciones, en tanto el formato actual dificulta la tarea de 

reconocer qué antecedentes recibieron puntaje y cuáles no, tanto por parte del concursante 

calificado como por aquellos que tienen intención de impugnar su propia calificación por 

método comparativo.  

Por último, cabe destacar que los dictámenes en los que se califican los antecedentes carecen 

de argumentos o fundamentación: En ellos simplemente se observa una enumeración de 

antecedentes, acompañados por la calificación recibida73. Si bien esta práctica puede resultar 

aceptable cuando se trata de la calificación basada en criterios objetivos cuya puntuación no 

tenga escalas de apreciación (ej. antigüedad), es ciertamente insuficiente cuando se está 

calificando según criterios subjetivos (Ej. Publicaciones, etc). La falta de una fundamentación 

adecuada agrava la discrecionalidad y genera incentivos a presentar impugnaciones (lo que  

refuerza el argumento sobre la necesidad de que los antecedentes calificados en función de 

criterios subjetivos sean asignados por expertos). 

 

V. Transparencia y Participación Ciudadana 

 Con el objetivo de incrementar la transparencia y las garantías de que la información que 

presentan los concursantes es veraz, el Consejo debería publicar los antecedentes presentados 

a través de la página web del Consejo de la Magistratura, y difundirlos activamente entre el 

resto de quienes concursan para el cargo. A su vez, se debería prever una etapa -previa a la 

calificación de los antecedentes, propiamente dicha- en la cual concursantes o terceros 

                                                 
72 Sobre este punto ver sección sobre impugnaciones pg X 
73 Ver por ejemplo Dictamen del Concurso 39/10 http://bit.ly/WF0mho  (pg 5 y ss) 

http://bit.ly/WF0mho


 

pueden presentar información sobre los antecedentes de los candidatos en cuestión (tal como 

sucede en otras jurisdicciones74). 

 

VI. Recomendaciones 

 Establecer criterios exhaustivos para la asignación de puntajes a los distintos 

antecedentes regidos por criterios objetivos, capitalizando los dictámenes emitidos 

a lo largo de concursos finalizados, y formalizando dichos criterios a través de una 

resolución. 

 Prever la contratación de expertos para la calificación de antecedentes que 

requieren de un análisis cualitativo. 

 Establecer criterios de evaluación de los antecedentes orientados a promover una 

justicia de integración plural. (Por ej., asegurando puntajes equivalentes por 

antigüedad en el desempeño libre de la profesión y el trabajo en el poder judicial)75 

 Crear un mecanismo de consulta con decanos de  Universidades, el Colegio de 

Abogados, Asociaciones de Magistrados, etc. para debatir la nomenclatura de 

antecedentes y los puntajes que deberían ser asignados a cada uno de ellos. 

 Crear formularios para acompañar los dictámenes que faciliten la diferenciación 

entre los antecedentes presentados por los distintos concursantes que obtuvieron 

puntos, y los que no. 

 Si los Consejeros asumen la responsabilidad de calificar los antecedentes,  

o establecer que deben publicar los resultados de la etapa antes de que el 

Jurado publique los resultados vinculados a las etapas técnicas. 

                                                 
74 Ej. Neuquén (ver art. 23 del Reglamento: http://bit.ly/YdAzWY), Misiones (ver art 16 de la Ley IV – Nº 32: 
http://bit.ly/13isuYX ),  Tucumán (ver art. 29 del Reglamento: http://bit.ly/YI8fOG ), y Formosa (ver art. 25 del 
Reglamento http://bit.ly/YCxOii  
 
 
75 En el marco de la mesa de discusión convocada por ACIJ para debatir el contenido de la versión preliminar del 
presente informe el Legislador Julio Raffo (Proyecto Sur) propuso establecer cupos para las personas que no han 
realizado carrera en el Poder Judicial. A su vez propuso establecer un sistema de incompatibilidades que impidan 
que los familiares de funcionarios judiciales accedan a cargos en Poder Judicial (citó como ejemplo la súmula 13 del 
Supermo Tribunal Federal de Brasil, contra el nepotismo – más información: http://bit.ly/13r8S6c  “O Nepotismo 
sob a ótica da súmula vinculante Nº 13 do STF: Críticas y propuestas”, de Alice Barroso de Antonio) 
 
 

http://bit.ly/YdAzWY
http://bit.ly/13isuYX
http://bit.ly/YI8fOG
http://bit.ly/YCxOii
http://bit.ly/13r8S6c


 

o Establecer un periodo de excusaciones y recusaciones, tal como se prevé 

para los Jurados, y la necesidad de que los Consejeros y funcionarios de 

primera línea encargados de calificar antecedentes publiquen sus CVs. 

 Establecer la publicidad de los antecedentes de los concursantes desde el momento 

en que presentan los mismos, y facilitar su acceso y difusión a través de internet.  

 Establecer que el formulario en el cual se presentan los antecedentes tenga algunos 

campos obligatorios, tales como socios profesionales durante los últimos años, 

superiores jerárquicos en la Administración Pública o el Poder Judicial, etc, que 

faciliten identificar vínculos entre concursantes y Jurados/Consejeros que ameriten 

la excusación/recusación de los actores en cuestión76. 

 Crear canales que permitan la impugnación de los antecedentes de los concursantes 

por parte de cualquier habitante, previendo la posibilidad de hacer presentaciones 

basadas en la falsedad de la información presentada, o cuestionamientos a la 

idoneidad moral del concursante en base a los antecedentes presentados77. 

 

 

                                                 
76 Propuesta de Julio Raffo (Legislador – Proyecto Sur) en el marco de la mesa de discusión organizada por ACIJ para 
debatir la versión preliminar del presente informe. El Legislador también se refirió a la necesidad de prever 
sanciones para aquellos que omitan información relevante en sus CV.  
 
 



 

Entrevistas personales 

 

 

 

 

I. Descripción 

La entrevista personal es la etapa en la cual el concursante se presenta en persona ante el 

público y los evaluadores (en la ciudad de Buenos Aires este rol es lo cumplen los consejeros 

integrantes de la Comisión de Selección78), y responde una amplia gama de preguntas 

vinculadas tanto a su posición sobre distintas cuestiones del debate jurídico-doctrinario 

actual, como sus intereses y las motivaciones personales que lo llevan a postularse para el 

cargo.  

                                                 
78 En Santa Fe la etapa de entrevista personal es realizada por un “Cuerpo Colegiado Entrevistador”, que es distinto 
del “Cuerpo Colegiado de Evaluación Técnica” que analiza exámenes y antecedentes, pero es designado utilizando la 
misma metodología. Ver art. 3 y 4 del decreto 2623 (2009):  http://bit.ly/Vlz7oO  
 

(*) En la práctica, si bien todos los Consejeros pueden formular preguntas, la calificación de las entrevistas es responsabilidad 
exclusiva de los 3 Consejeros/as que integren la Comisión de Selección. 

 

http://bit.ly/Vlz7oO


 

En tanto oral y comparativamente menos técnica, la entrevista personal tiene la capacidad de 

captar la atención de un sector más amplio de la sociedad, y constituirse en un valioso nexo 

entre Poder Judicial y sociedad civil. Para generar este nexo, se debería producir un verdadero 

debate público en torno a las posturas jurídicas que adoptaría el concursante de convertirse en 

juez, y cómo esas posturas reflejan el compromiso del concursante con la Constitución, la 

democracia y el estado de derecho, y su visión acerca del papel que debe ocupar el Poder 

Judicial en este marco. 

En el proceso vigente en la Ciudad de Buenos Aires, en la etapa de entrevistas se asignan 

puntajes con el mayor grado de discrecionalidad. En ella los 3 Consejeros que integran la 

Comisión de Selección asignan 40/200 puntos en base a una serie de criterios formulados de 

manera amplia. 

 

II.  La Entrevista Personal y el perfil de los candidatos 

En primer lugar cabe aclarar la especial relevancia de la etapa de entrevista en el diseño 

general del sistema de selección de Magistrados: Mientras en otras jurisdicciones el Consejo de 

la Magistratura remite al Poder Ejecutivo una terna con los concursantes mejor posicionados 

para que el Ejecutivo elija el/los candidatos de su preferencia (tras lo cual el Senado deberá 

prestar su acuerdo), la Constitución de la CABA prevé que el Consejo elabora el Orden de 

Mérito y se lo envía directamente a la Legislatura para que apruebe las designaciones. En la 

Convención Estatuyente el Dr. Zaffaroni recalcó la “madurez política que hace que cuatro 

partidos digan no; que digan: vamos a echar las bases de una justicia despartidizada, vamos a 

echar las bases de una justicia que ninguno de nosotros en el futuro pueda manotear.” Los 

convencionales incluso dudaban acerca de si era conveniente involucrar a la Legislatura en 

este proceso: “En este caso también corrimos el riesgo de perdernos en otra discusión: si 

intervenía o no la Legislatura una vez resuelto el concurso. Otra discusión tenía que ver con la 

posibilidad de proponer una terna de la que el jefe de Gobierno pudiera elegir un candidato o 

directamente ocupara el cargo quien ganara ese concurso. Pero zanjamos las diferencias de 

esta manera: no va a haber terna pero habrá acuerdo de la Legislatura.”79 Siguiendo esta visión 

restrictiva de la intervención que le correspondía a los actores partidarios, a la Legislatura se le 

concedieron facultades limitadas: puede rechazar pliegos sin expresión de causa sólo una vez 

                                                 
79 Ver intervención del Sr. Castells en el debate en la Convención Estatuyente: http://bit.ly/VHcxbJ (secciones 
referidas al Consejo de la Magistratura se encuentran resaltadas)  

http://bit.ly/VHcxbJ


 

por cada vacante a cubrir, y los rechazos con expresión de causa deben estar basados en 

impugnaciones presentadas en el marco de la audiencia pública. A su vez, si la Legislatura no 

aprueba las designaciones dentro de un plazo de 60 días hábiles, se considerará aprobada la 

propuesta.80  

La entrevista personal es la única etapa del concurso en la cual el reglamento establece 

formalmente componentes  de evaluación subjetivos, y esta  etapa ofrece la oportunidad más 

efectiva para garantizar la selección de candidatos moralmente idóneos81. 

Este diseño exige que la etapa de entrevista sea particularmente robusta, de manera tal que 

pueda resolver la aparente tensión entre dos objetivos: i) que el proceso de selección no pierda 

su carácter técnico82; y ii) que el tecnicismo del proceso no impida evaluar la idoneidad moral 

del concursante y su perfil.  

Para construir una etapa robusta que cumpla estos objetivos, es importante que sea realizada 

en un marco de transparencia, amplia participación, y que los dictámenes que en esta etapa 

generen variaciones en las posiciones previas de los concursantes estén respaldados por 

fundamentos sólidos. 

 

III. Diseño de la etapa y la matriz de calificación 

A diferencia de lo que sucede en otras jurisdicciones, en la Ciudad de Buenos Aires, la etapa de 

entrevista recibe una calificación. Entre los otros modelos, aparece el del Consejo de la 

Magistratura de la Nación, cuyo Reglamento83 prevé una instancia de entrevista personal ante 

la Comisión de Selección, que -si bien no está calificada- autoriza la modificación del orden de 

mérito mediando un dictamen fundado. A su vez, el orden de mérito es luego elevado al 

Plenario, que realiza una audiencia pública de presentación de los concursantes, luego de lo 

                                                 
80 Ver art. 9, Ley 7: http://bit.ly/WqrpsE 
81 Si bien  la Legislatura debe lleva a cabo una Audiencia Pública, esta tiene una serie de debilidades (ver, por ej: 
“Audiencias Públicas: Sólo para entendidos”, por Daniela Aletti y Leandro Toia, La Ley 2007 – C-
993 http://bit.ly/xUNsMZ ) A su vez -tal como se describe en esta sección-  la Legislatura tiene acotada la 
posibilidad de rechazar pliegos(ver art 9 de la Ley 7: http://bit.ly/WqrpsE). 
82 Corresponde aclarar que de la Convención Estatuyente surge que este es su objetivo primordial, e incluso se 
consideraba que la evaluación sobre la idoneidad moral podía ser realizada por la Legislatura en el marco de la 
Audiencia Pública. Intervención Convencional Castells: “(…)El concurso puede garantizar la idoneidad técnica, pero 
no la idoneidad ética. Si bien tampoco una audiencia pública asegura esa idoneidad ética, por lo menos permite la 
posibilidad de que los ciudadanos, los sectores interesados, puedan exponer sus impugnaciones.” Intervención 
Convencional Enríquez: “En fin, queremos que exista trasparencia en la Justicia y absoluta independencia en los 
mecanismos de selección y en los criterios de designación de los jueces.” Ver debate en la Convención Estatuyente: 
http://bit.ly/VHcxbJ 
83 art 43 y ss. Ver Reglamento: http://bit.ly/12OOkTD 

http://bit.ly/WqrpsE
http://bit.ly/WqrpsE
http://bit.ly/VHcxbJ
http://bit.ly/12OOkTD


 

cual puede decidir no aprobar el proceso y disponer su vuelta a Comisión para que se 

sustancien nuevamente las etapas que disponga84. 

Desde el punto de vista de transparencia el sistema previsto por el Reglamento del Consejo de 

la Magistratura de la Ciudad de Buenos Aires es superador: Al calificar cada entrevista personal 

el Consejo debe crear distinciones más específicas, mesurables, y por lo tanto comparables. 

Esto a su vez genera incentivos para que los dictámenes tengan buenos fundamentos, que 

justifiquen la diferencia de puntajes entre candidatos. Sin embargo, en los concursos 

observados en la CABA entre 2010 y 2012, este no fue el caso. 

 

III. a. Los componentes evaluados en las Entrevistas Personales CABA 

El Reglamento del Consejo de la Magistratura funda la necesidad de realizar una entrevista 

personal en el art. 40 de la ley 31, que expone: 

“La Comisión de Selección efectúa una evaluación integral de los es de cada uno de 

los postulantes, teniendo especialmente en cuenta entre otras, las siguientes 

pautas: 

a. Concepto ético profesional. 

b. Preparación científica. 

c. Otros antecedentes” 

 

Es así que el Reglamento desagrega estas disposiciones y estipula las siguientes pautas:  

a) concepto ético profesional, b) preparación científica, c) otros antecedentes tales 

como: valorar su motivación para el cargo; la forma en que piensa desarrollar la 

función pretendida; sus puntos de vista sobre los temas básicos de su campo de 

conocimiento y sobre el funcionamiento del Poder Judicial; los medios que propone 

para que su función sea eficiente y para llevar a la práctica los cambios que sugiere; 

sus planes de trabajo; su vocación democrática y republicana; y sus concepciones 

acerca de los derechos fundamentales y del sistema de garantías, así como 

cualquier otra información que, a juicio de los miembros de la Comisión de 

Selección, sea conveniente requerir.”   

                                                 
84 art 46 y ss. Ver Reglamento: http://bit.ly/12OOkTD 

http://bit.ly/12OOkTD


 

El ámbito de discrecionalidad con el que se asignan estos puntajes surge en primer lugar por la 

descripción vaga de las pautas que deben seguir los Consejeros a la hora de asignar 

calificaciones, que -en el caso de varios conceptos- ya fueron evaluados (como ser la 

preparación científica: evaluada por los jurados en las pruebas de oposición; y los 

antecedentes: evaluados en una etapa específica dispuesta por el Reglamento a tal fin). 

A su vez, el Reglamento extiende este ámbito de discreción al establecer en el mismo artículo 

que “La Comisión, podrá evaluar a los Concursantes optando por todas o algunas de las pautas 

referidas precedentemente”, lo cual permite un trato desigual entre los concursantes que si 

bien se podría encontrar justificación en el hecho de que los antecedentes de los distintos 

concursantes podrían ameritar distintos enfoques de parte de los entrevistadores, el margen 

de discrecionalidad con los niveles actuales de desregulación permiten el ejercicio abusivo de 

estas facultades. 

Al llevar el Reglamento a la práctica y calificar las entrevistas personales, el margen de 

discrecionalidad aumentó aún más, y se materializó la posibilidad de asignar calificaciones de 

manera (prácticamente) arbitraria, en tanto los Consejeros optaron por utilizar fórmulas 

genéricas85 y pre- establecidas para la asignación de puntajes86.  Es necesario aclarar que en 

ningún caso se fundamentó por qué se colocó a cada concursante en la franja en la cual se lo 

colocó (40 pts, 35 pts, 30 pts, 25 pts, 20 pts, 15 pts). Estas categorías fueron aplicadas sin 

fundamentar las distinciones. 

Por ejemplo, se le asignó el máximo puntaje (40 puntos), a aquellos concursantes que, según 

las formulas de la Comisión: “han realizado una excelente exposición en relación con el cargo a 

cubrir. Las respuestas que brindaron fueron completas, claras y precisas, abordando las 

cuestiones planteadas de manera puntual y completa. Durante la entrevista se desenvolvieron 

con fluidez, soltura y solvencia conceptual, organizando adecuadamente el uso de su tiempo de 

exposición. Demuestran un compromiso con la gestión judicial y la calidad del servicio de 

justicia, así como también un profundo conocimiento de la problemática del fuero al que 

pertenecen las vacantes a las que aspiran a acceder. Satisfacen todas las pautas previstas en el 

art. 35 del Reglamento de Concursos.” 

A su vez, se asignó un puntaje de 35 puntos a aquellos concursantes que: “respondieron 

satisfactoriamente las preguntas y comentarios formulados por los integrantes de la Comisión 

en relación con el cargo que aspiran ejercer, con sustento en las pautas establecidas en el 

art.35 del Reglamento de Concursos. La exposición fue completa, clara y precisa. Desarrollaron 
                                                 
85 Ver fórmulas utilizadas aquí: http://bit.ly/YM4ypn  
86 Cabe aclarar, a su vez, que estas fórmulas no eran de carácter público antes de la realización de la etapa. 

http://bit.ly/YM4ypn


 

los temas abordados con seguridad. Demostraron estar preparados para cumplir con las 

exigencias y responsabilidades a cubrir.” 

Al observar las entrevistas se comprende por un lado la dificultad de aplicar estas categorías, y 

por otro que las preguntas formuladas en muchos casos no fueron conducentes a la aplicación 

de las formulas creadas87, y las respuestas recibidas no deberían ser consideradas suficientes 

para definir un puntaje88.  

La falta de dictámenes individuales impide evaluar tanto los puntajes asignados en abstracto, 

como realizar comparaciones entre entrevistas y puntajes asignados a distintos concursantes. 

Cada entrevista tuvo una extensión de entre 6 y 20 minutos, a lo largo de las cuales los 

concursantes respondieron diversas preguntas, algunas vinculadas a cuestiones personales (ej. 

“¿por qué está concursando para este cargo?”), y otras sobre doctrina y jurisprudencia (“¿qué 

opinión le merece la jurisprudencia de la ciudad en materia de matrimonio?”, “Qué reflexión 

tenés sobre la problemática de la usurpación, y sobre los criterios generales que tiene al 

respecto la defensoría?”). A falta de una fundamentación no es posible conocer si el puntaje 

asignado tiene que ver con una discrepancia de criterio, posiciones doctrinarias e ideológicas, la 

percepción de que un concursante no se encuentra debidamente motivado para ocupar el 

cargo, o más bien por la falta de respuestas “completas, claras y precisas.” En este contexto la 

etapa se devalúa completamente como parte de un proceso de selección basado en el mérito. 

Una de las razones por las cuales los Consejeros afirman haber implementado esta práctica 

radica en la gran cantidad de entrevistas que tuvieron que llevar a cabo -más de 200-, y la 

consiguiente dificultad de realizar un dictamen individual para cada una de ellas. 

Seguramente el rol que les fue asignado en el marco del proceso de selección de magistrados 

requería de ellos alguna solución que no devaluara esta instancia ni eliminara la posibilidad de 

una rendición de cuentas. Sin embargo esta falla no es responsabilidad exclusiva de los 

Consejeros: la decisión política de los Legisladores de convocar a concursos para tantos cargos 

de manera simultánea debe ser criticada, y tomada como (mal) ejemplo para el futuro y para 

otras jurisdicciones. La realización de una convocatoria masiva en cargos y concursos sin duda 

empobrece la calidad del proceso, y la posibilidad de ejercer un control social y exigir rendición 

de cuentas más estricta por parte de los participantes y la sociedad civil. 

 
                                                 
87 A una concursante, por ejemplo le preguntaron sobre la relevancia de escribir sin faltas de ortografía.  
88 Por ejemplo, en una actitud reprochable, a todos los concursantes se les preguntó si estaban de acuerdo con la 
reforma de la Ley 7, que dispone que parte del personal de los juzgados se integrará con personal del Consejo de la 
Magistratura. Es evidente que ningún concursante estaba en condiciones de contestar libremente dicha pregunta en 
el contexto de una entrevista personal. 



 

IV. Oportunidad de realización de la Etapa 

El Reglamento prevé que los Consejeros califiquen la etapa de entrevistas orales luego de que 

se hacen públicos los resultados de las etapas de exámenes escritos y orales, y antes de que 

deban publicar los resultados correspondientes a la etapa de antecedentes.  

Este diseño surgió a partir de una reforma al Reglamento introducida a fines de 2010. El 

fundamento ofrecido radica en que “con la experiencia adquirida en materia de concursos la 

Comisión de Selección entiende que [la modificación] resulta conveniente (…) en la inteligencia 

que esa información permitirá una mejor evaluación de los participantes al tener conocimiento 

de su desempeño en la prueba de oposición”.89 

Sin embargo, la reforma disminuye considerablemente las garantías de imparcialidad en la 

entrevista personal, que en Ciudad está concebida como una instancia autónoma del concurso, 

con pautas específicas de evaluación —distintas e independientes de las que se valoran en las 

pruebas de oposición—, y con un puntaje máximo asignable, al igual que las instancias 

anteriores. 

Tanto la experiencia en el ámbito del Consejo de la Magistratura federal90 como lo observado 

en el desarrollo de estos concursos en particular, permite afirmar que la instancia de la 

evaluación personal es la que deja abiertos los espacios más grandes de discrecionalidad en la 

evaluación de los candidatos, lo que influye decisivamente en la confección del orden de 

mérito. 

Por ello, el hecho de que los Consejeros ya conozcan las posiciones de los concursantes al 

asignar los puntajes correspondientes a las últimas etapas, implica un fuerte debilitamiento de 

la función de las etapas técnicas del proceso. A su vez, en tanto cada instancia de evaluación 

resulta independiente de la otra y tiene cometidos diversos, no existe la necesidad de que los 

Consejeros conozcan los resultados de las etapas previas al momento de asignar las 

calificaciones correspondientes a las entrevistas personales. 

 

 

 

                                                 
89 Ver Resolución: http://bit.ly/WOTbmP  
90 Ver el estudio contenido en el documento, “Principios para una reforma democrática del Consejo de la 
Magistratura”, Publicado por ACIJ, ADC, CELS, CIPPEC, Poder Ciudadano y Union de Usuarios y Consumidores (2010) 
 

http://bit.ly/WOTbmP
http://concursostransparentes.files.wordpress.com/2011/03/principios-para-una-reforma-democrc3a1tica-del-consejo-de-la-magistratura.pdf
http://concursostransparentes.files.wordpress.com/2011/03/principios-para-una-reforma-democrc3a1tica-del-consejo-de-la-magistratura.pdf


 

V. Calificaciones 

El Reglamento vigente dispone que los Consejeros tienen la potestad de adjudicar 40/200 

puntos en esta etapa, es decir un 20% del total, y apenas 5 puntos menos que el examen 

escrito o el examen oral.   

Para comprender cabalmente el impacto de la distribución de estos 40 puntos, no sólo debe 

tenerse en cuenta que los Consejeros ya conocen los resultados de las etapas previas, sino que 

en los concursos observados la diferencia de puntaje entre un concursante y quien le sigue en 

el orden de mérito es en promedio entre 1 y 2 puntos. De este dato se sigue que la etapa de 

entrevista tiene la capacidad de generar cambios de posición de entre 20 y 40 lugares en el 

orden de mérito. Esta no es meramente una posibilidad, sino que en varios de los concursos se 

materializó; por ejemplo con un concursante que luego de la etapa de antecedentes se 

encontraba en la posición 46, y después de recibir 40 puntos en la entrevista pasó a ocupar la 

posición 19, tras lo cual mejoró su posición a través de una impugnación y consiguió que la 

Legislatura prestara su acuerdo para ser designado Fiscal91 

Situaciones de concursantes que avanzaron muchas posiciones a partir de la entrevista 

personal surgieron en prácticamente todos los concursos. Bajo este párrafo, por ejemplo, 

aparece una copia del gráfico de posiciones del concurso cuyos resultados fueron utilizados 

para cubrir al menos 14 cargos92 de Juez de Primera Instancia en lo Contencioso Administrativo 

y Tributario (CAyT). El gráfico muestra en el eje vertical las posiciones de los concursantes 

(donde -1 es el primer puesto), y en el eje horizontal figuran las distintas etapas del proceso 

(los resultados de las impugnaciones son las que generan el cambio de posiciones entre la 

entrevista personal y el Orden de Mérito). Este gráfico permite observar, tal como está 

marcado a la derecha, a un grupo de 3 concursantes que avanzan más de 15 posiciones a partir 

de la etapa de entrevista93: 

                                                 
91 En este caso el Concursante Adrián Antonio Davila, concursante para uno de los 18 cargos de Fiscal de Primera 
Instancia PCyF sometidos a concurso. Luego de la etapa de impugnaciones Davila pasó a la posición Nº 16, su pliego 
fue remitido a la Legislatura y ya fue designado en el cargo. Este es sólo uno de los varios casos que se registraron. 
Para ver los gráficos interactivos que visualizan estas situaciones, ir a: http://bit.ly/QR7iUS  
92 Al haber introducido una disposición transitoria en la Ley 7 que extiende la vigencia de los órdenes de mérito por 3 
años, aún no es posible determinar cuántos cargos más serán cubiertos utilizando estos resultados. 
93 Para ver el gráfico de manera ampliada y habilitar las herramientas interactivas, ir a http://bit.ly/LfReJ4   

http://bit.ly/QR7iUS
http://bit.ly/LfReJ4


 

 

 

Este marco normativo no impide el cumplimiento del objetivo de identificar a los concursantes 

idóneos desde una perspectiva moral. A su vez, es posible que los Consejeros hayan otorgado 

mayor puntaje a aquellos concursantes que -a su juicio- tienen el perfil que el Poder Judicial y 

el Ministerio Público requieren. Sin embargo, un marco normativo, en el cual un concursante 

que se encontraba en la posición 46 luego de las etapas técnicas pudo acceder a uno de los 

cargos sometidos a concurso evidentemente mina la relevancia de las etapas técnicas que 

tanta importancia le reconocieron los convencionales. Por lo tanto, es evidente que como parte 

del proceso de robustecer el mecanismo de selección se debe reducir la cantidad de puntos que 

se asignan a partir de esta etapa. 

 

VI. Publicidad y Participación Ciudadana 

Es fundamental que esta etapa se realice bajo la más amplia publicidad y apertura a la 

ciudadanía. En este sentido, deberían tomarse recaudos para otorgarle la mayor difusión 



 

posible94, particularmente en las distintas dependencias donde revisten funciones miembros 

del Poder Judicial, del Ministerio Público y Legisladores. Por otro lado, y para que la 

implementación de esta iniciativa sea efectiva, es necesario elegir auditorios que permitan 

alojar a una gran cantidad de personas. En este sentido, las Universidades se presentan como 

una alternativa atractiva tanto por contar con estos espacios, como por ser un lugar de 

circulación de posibles interesados. Por último, y para garantizar un acceso plural 

(particularmente teniendo en cuenta que las entrevistas suelen realizarse en horario laboral), 

es fundamental que las entrevistas se filmen y se pongan a disposición del público mediante 

Internet.95 

Por otro lado, es importante que se generen espacios de participación ciudadana, que podrían 

ser instrumentados abriendo canales para la presentación de preguntas, tanto a concursantes 

específicos, como preguntas de carácter general que aquellos que llevan adelante la etapa 

podrían aprovechar en el curso de las entrevistas96. Para que estas prácticas funcionen de 

manera efectiva, es importante establecer una difusión amplia de la convocatoria, con un 

plazo razonable para la presentación de preguntas, y canales virtuales y presenciales de 

recepción de las mismas. 

En la Ciudad de Buenos Aires las entrevistas personales se realizaron una sala más espaciosa 

que aquella prevista para los exámenes orales, lo cual permitió una mayor afluencia de 

público, aunque aún en la sala elegida el espacio para espectadores era escaso, incluso para el 

público relativamente pequeño que acudía a las entrevistas (en su mayoría allegados a los 

concursantes y funcionarios del consejo).  

Es necesario destacar que si bien fue necesario presentar una acción judicial para obtener 

acceso a las filmaciones de los exámenes orales, el acceso a las filmaciones de las entrevistas 

personales fue más sencillo (aunque cabe aclarar que por cuestiones técnicas se demoró, 

dificultando seriamente la tarea de preparar impugnaciones97), y que posteriormente el propio 

Consejo de la Magistratura de la Ciudad abrió una cuenta de youtube y puso a disposición del 

público mas de 200 entrevistas98. 

 

                                                 
94 Por ejemplo mediante redes sociales, afiches en las Universidades y juzgados, etc 
95 Dado que en casi todas las jurisdicciones cualquier persona puede presenciar las entrevistas, el público que puede 
acceder a los videos no es formalmente más amplio que aquel que puede presencia la entrevista “en vivo”, aunque 
definitivamente agranda el conjunto de personas que accederán en la práctica. 
Para leer respuestas a las posibles objeciones a esta medida de publicidad, ver http://bit.ly/Xd6PMJ 
96 Iniciativas de este tipo fueron implementadas por, ejemplo, por el Consejo de la Magistratura de Santa Fe (ver art. 
26 del Reglamento: http://bit.ly/Vlz7oO)  
97 Ver post de la ICT que relata estas dificultades: http://bit.ly/IdDwTv 
98 Ver canal de youtube del Consejo de la Magistratura de la CABA: http://bit.ly/Kh2Qf8 

http://bit.ly/Xd6PMJ
http://bit.ly/Vlz7oO
http://bit.ly/IdDwTv
http://bit.ly/Kh2Qf8


 

VII. Recomendaciones 

 Reducir significativamente la cantidad de puntos que se asigna a partir de la 

calificación de la entrevista personal, y evaluar la posibilidad de incluir un artículo 

detallado que prevea la exclusión de aquellos concursantes que muestren una clara 

falta de vocación democrática o respeto por los derechos humanos. La exclusión 

debería estar limitada a estas 2 causales, y fundada en hechos probados o 

expresiones inequívocas del concursante en el marco de la entrevista. 

 Establecer criterios de calificación detallados, desagregados, y públicos. 

 Publicar dictámenes siguiendo los criterios de calificación y haciendo referencia 

directa a las debilidades y fortalezas identificadas en el concursante. 

 Prever canales de participación ciudadana, mediante los cuales cualquier interesado 

pueda presentar de manera anónima y mediante un mecanismo simple preguntas 

para concursantes específicos o proponer preguntas generales. 

 Establecer un mecanismo para la digitalización y acceso irrestricto de las 

filmaciones mediante su publicidad a través de Internet, consignando nombre 

completo, tema y calificación como parte de la descripción del video. 

 Establecer canales y mecanismos para la difusión amplia de la convocatoria a 

presenciar los exámenes orales, y un auditorio amplio para la recepción del público. 



 

Impugnaciones 

 

 

 

I. Descripción 

A través de una impugnación un concursante puede cuestionar la calificación asignada en 

alguna de las etapas, y obtener un cambio de puntaje, si sus argumentos lo justificaran. La 

etapa de impugnación debe funcionar como una garantía de que los puntajes asignados son 

justos y se corresponden con el rendimiento de cada concursante. 

Para el desarrollo de esta etapa de modo equitativo y ajustado a las garantías del debido 

proceso, es fundamental i) el acceso oportuno a toda la información vinculada a cada una de 

las etapas; y ii) un grupo de personas calificadas para evaluar las impugnaciones recibidas, que 

a su vez emitan un dictamen fundado cuando modifican una calificación. 

 

 

(*) En la práctica, si bien todos los Consejeros pueden formular preguntas, la calificación de las entrevistas es responsabilidad 
exclusiva de los 3 Consejeros/as que integren la Comisión de Selección. 

 



 

II. Acceso adecuado a la información 

Para que los concursantes puedan ejercer sus derechos efectivamente es imprescindible que: 

a) se minimicen los costos de acceder a toda la información disponible sobre las distintas 

calificaciones; y b) se otorgue un plazo razonable para que los concursantes puedan analizar 

toda esta información relevante.   

Por supuesto, el acceso efectivo a la información, tiene como pre-requisito la debida 

documentación de cada una de las etapas. Si el proceso de selección incluye alguna etapa oral 

(ya sea en formato examen o entrevista), es necesario que ella se registre, para permitir su 

posterior revisión por parte de quien impugna y quien debe resolver la impugnación. En 

segundo lugar, para otorgar acceso efectivo, igualitario99 y eficiente, es necesario un sistema 

de informatización de toda la documentación y registros vinculados al proceso de selección, y 

un mecanismo de libre acceso a través de Internet. Es importante aclarar que este mecanismo 

no debería ser interpretado como suficiente, y el Consejo debe, a su vez, ofrecer acceso al 

expediente en formato papel que debería estar disponible para cualquier interesado en las 

oficinas del Consejo de la Magistratura. La disponibilidad del material a través de Internet 

permite que los interesados puedan acceder a la información fuera del horario laboral100, y 

eludiendo el costo que implica el fotocopiado.101  

A su vez, es necesario que esta información se encuentre disponible y fácilmente accesible con 

antelación al plazo de presentación de las impugnaciones. Para garantizar que esta pauta se 

cumple, sería importante que el Reglamento prevea que el plazo para la presentación de las 

impugnaciones comienza a correr a partir de la disponibilidad de la información vinculada a 

todas las etapas, en lugar de hacerlo desde la publicación de los resultados, en tanto lo que 

requieren los concursantes para presentar sus impugnaciones son –particularmente -los 

dictámenes y la documentación de la evaluación (examen escrito, filmaciones de orales y 

entrevistas, etc). 

En los concursos observados en la Ciudad de Buenos Aires los concursantes para el cargo de 

fiscal Penal Contravencional y de Faltas tuvieron dificultad para acceder en término a las 

                                                 
99 Tal vez se podría afirmar que no toda la población tiene acceso a internet, lo cierto es que aquellos que aspiran a 
ocupar cargos de jerarquía en el Poder Judicial sí suelen tener. A su vez, la decisión de informatizar no debería liberar 
al Consejo de la Magistratura de su obligación de ofrecer acceso al expediente en formato papel. 
100 Lo cual a partir de lo observado en los concursos de la Ciudad opera como un factor igualador, en tanto aquellos 
concursantes con mayor jerarquía –tanto en el sector privado como el público- suelen enviar a sus empleados a 
procurar la información, obteniendo una ventaja comparativa frente a quienes no tienen esa posibilidad. 
101 Desde el punto de vista de la eficiencia, la informatización también libera a los empleados del Consejo de la 
Magistratura de la tediosa tarea de controlar el uso que los interesados hacen del expediente. 



 

filmaciones de sus exámenes orales, y los concursantes de otros 9 concursos tuvieron 

dificultades similares para acceder a las filmaciones de sus entrevistas personales, lo cual 

generó una situación de desconcierto en los concursantes, quienes debían presentar las 

impugnaciones sin tener acceso a la filmación de sus exámenes orales y entrevistas, o en 

algunos casos obteniendo dicha información apenas unos días antes del vencimiento del plazo 

para la presentación de las impugnaciones. 

 

III. Comité evaluador 

El Comité que resuelva las impugnaciones y defina cuáles son las calificaciones que deben ser 

modificadas debe estar integrado por expertos en las áreas cuyas calificaciones revisarán. En 

este sentido, si para la calificación de las distintas etapas el Reglamento prevé a un grupo de 

especialistas para evaluar cada etapa, lo lógico es que -al menos en una primera instancia- 

aquellos que asignaron las calificaciones originalmente asuman la tarea de recibir y analizar 

las impugnaciones.  

En la Ciudad de Buenos Aires los Consejeros miembros de la Comisión de Selección asumen la 

tarea de evaluar los méritos de las impugnaciones referidas a cualquier etapa del proceso. Es 

decir que un Consejero tiene la potestad de revisar las calificaciones asignadas por un experto, 

sin que el experto sea citado a defender o aceptar la modificación. De esta manera se devalúan 

las etapas técnicas, para las cuales se prevé la designación de un grupo de expertos, en tanto 

se entiende que las tareas exceden al rol de Consejero. 

Tal como reconocen los mismos Consejeros en las resoluciones del Plenario, que utilizan la 

misma fórmula que aparece en los dictámenes de la Comisión de Selección: “la evaluación 

técnica de los concursantes (…) ha sido realizada por un jurado de especialistas en las materias 

que son de competencia del cargo que se concursa. Sus miembros han sido designados por 

sorteo entre los integrantes de las nóminas de expertos en cada especialidad (…). En tales 

condiciones, puede afirmarse que el mecanismo de designación y el origen de las propuestas 

constituyen una garantía acerca de la ecuanimidad del cuerpo y la aptitud profesional de sus 

integrantes.” 

El hecho de que sean Consejeros en lugar de los propios Jurados-expertos quienes resuelven 

las impugnaciones es particularmente grave cuando los dictámenes y resoluciones de los 



 

Consejeros que modifican las calificaciones asignadas por los expertos no se encuentran 

apropiadamente fundadas.  

Esta situación se puede observar, por ejemplo, en el concurso para el cargo de Juez de Primera 

Instancia, en el cual un concursante102 que había sido calificado con 27 puntos por el jurado en 

su examen escrito, obtuvo un dictamen favorable a su impugnación, lo cual le valió un 

incremento de 5 puntos, y la posibilidad de pasar de la posición 22 a la 16 en el Orden de 

Mérito103.  

En el dictamen del Jurado de expertos se había expresado: 

 “Admite la legitimación del CELS y no desarrolla la de los particulares; sólo los 

menciona. Acepta la procedencia formal del amparo. En cuanto al fondo: Trata la 

ley 123 y considera a las obras de relevante efecto ambiental. Mínima 

argumentación jurídica. Estructura lógica suficiente.”104 

 

La Comisión de Selección entendió que correspondía aumentar en 5 puntos la calificación, 

aunque como único fundamento expresó que “tuvo en consideración lo expresado por el 

jurado, empero el planteo desarrollado por el concursante sobre los puntos atacados, y 

dejando de lado las cuestiones puramente subjetivas de los examinadores, la prueba merece 

mejorar la nota adjudicada, correspondiendo en consecuencia incrementar la calificación de 

aquella (…)”105. 

Cabe destacar que en ese caso, el Jurado desarrolló y entregó al Consejo de la Magistratura un 

documento de 4 páginas en el cual se detallaban los criterios utilizados para calificar el 

examen. El impugnante adjuntó dichos criterios a su impugnación y desarrolló a lo largo de 4 

páginas sus argumentos, citando los criterios del Jurado para fundamentar su impugnación. Sin 

embargo, la Comisión de Selección en ningún momento hizo referencia a cuál de los 

argumentos presentados por el impugnante había prosperado al hacer lugar a la impugnación 

y elevar el puntaje. El Plenario, por su parte resolvió aumentar su calificación en 5 puntos, sin 

                                                 
102Martín Diego Farell. 
103 Dado que se introdujo una disposición transitoria a la Ley 7 que extiende la vigencia de los Órdenes de Mérito, y en 
tanto todo los concursantes que se encontraban mejor posicionados fueron designados, si se produjera una nueva 
vacante para el cargo de Juez de Primera Instancia CAyT en los próximos años el Consejo enviaría el pliego de Martin 
Farrel a la Legislatura. 
104 Ver Comentarios del Jurado sobre su examen (ABJ 001) : http://bit.ly/Y39gRq . Ver examen escrito: 
http://bit.ly/12ZfgjB  
105 Ver dictamen de la Comisión de Selección http://bit.ly/ZeQhWt . Ver Impugnación M. Farrel: 
http://bit.ly/15z1aEm   

http://bit.ly/Y39gRq
http://bit.ly/12ZfgjB
http://bit.ly/ZeQhWt
http://bit.ly/15z1aEm


 

dar mayores fundamentos, y repitiendo exactamente la misma fórmula utilizada por la 

Comisión de Selección106.  

Este tipo de situaciones es particularmente sensible en aquellos casos en los que el 

concursante obtuvo una baja calificación en alguno de los exámenes, en tanto el Reglamento 

prevé que “Los concursantes que no alcancen un mínimo de veinte (20) puntos en cualquiera de 

ellas, quedarán automáticamente excluidos del concurso”107. 

 El Consejo interpretó que este artículo debía ser aplicado en el momento posterior a las 

impugnaciones. Si bien esta interpretación parece vaciar de sentido a la palabra “automática”, 

que podría indicar que la exclusión opera desde el momento en que se publican los resultados 

de los exámenes, ello implicaría dejar a los concursantes sin la posibilidad de apelar la 

calificación, minando las garantías del debido proceso. Sería conveniente que el Consejo revisara 

la redacción de este punto, en tanto generó una serie de confusiones y cuestionamientos 

comprensibles por parte de concursantes que observaron cómo competidores que habían 

recibido menos de 20 puntos en alguno de los exámenes seguían en carrera, y -en al menos un 

caso- eran designadas en el cargo luego de una impugnación exitosa108. 

El artículo parece estar dirigido a evitar que los concursantes que no cumplen con un estándar 

mínimo de idoneidad técnica accedan al cargo. Es así que el hecho de que incluso en estos casos 

los Consejeros –en lugar de expertos- revisen las impugnaciones, parece reducir la efectividad 

de las cláusulas que pretender garantizar un Poder Judicial de altos estándares técnicos. 

Particularmente cuando las modificaciones a las calificaciones se realizan sin fundamentos 

exhaustivos, que contemplen y contesten los argumentos del jurado109. 

 Por otro lado, el diseño actual le concede un enorme margen de discrecionalidad a los 

Consejeros, quienes tienen la potestad de revisar las calificaciones de todo el proceso, 

conociendo la identidad de los concursantes y sus respectivos órdenes de mérito. Este margen 

de discrecionalidad debe ser observado en el marco de un proceso en el cual los Consejeros ya 

asignan 110/200 puntos conociendo la identidad de los concursantes y sus calificaciones en las 

etapas anteriores. Tal como se explica en la sección siguiente, este margen de discrecionalidad 
                                                 
106 Ver resolución: http://bit.ly/TV9Sds. Cabe destacar, a su vez, que el Presidente del Consejo de la Magistratura 
votó en disidencia, aunque nunca hizo público su fundamento, ni expresó sus razones en el plenario en cuestión. 
107 Art. 40 del Reglamento: http://bit.ly/GDKgK7  
108 Este es el caso de Lorena Lampolio, quien obtuvo 15 puntos en la etapa de examen escrito. Para ver examen, 
comentario del jurado, ir a http://bit.ly/14txSEQ .  
109 La Comisión de Selección afirmó: “ 2.7 Que, sin embargo, al contrastar el examen escrito de la impugnante con los 
de los concursantes Dos Santos Freire, Ferrer, Sánchez, Politi y Mantarás, entre otroas, a criterio de esta Comisión la 
concursante en su planteo sobre los puntos atacados no ha incurrido en deficiencias que justifiquen la gravedad con 
la que ha sido calificada. Por ello, constituyendo tal circunstancia un error cuya magnitud autoriza a apartarse del 
dictamen y subsanarlo en esta etapa de revisión, corresponde incrementar la calificación de la prueba escrita a 
veinte (20) puntos” Ver el dictamen que resuelve la impugnación: http://bit.ly/10iAmsT  

http://bit.ly/TV9Sds
http://bit.ly/GDKgK7
http://bit.ly/14txSEQ
http://bit.ly/10iAmsT


 

tiene un enorme impacto en el proceso, y tiene la capacidad de minar los objetivos del sistema 

de concurso. 

 

IV. El Impacto de la Discrecionalidad.  

Sobre la necesidad de reducir la discrecionalidad de la asignación de puntos en las 
etapas calificadas por los Consejeros. 

Algunos concursantes cuestionaron la objetividad de los Consejeros al asignar los puntajes. Los 

concursantes tienen razones para creer que la asignación de puntajes no fue completamente 

ecuánime, objetiva e imparcial, en al evaluarse los antecedentes y las entrevistas, y más aún al 

resolverse las impugnaciones a cualquiera de los puntajes, los Consejeros (en la comisión de 

selección, y en el plenario) ya conocían las calificaciones obtenidas por los concursantes en las 

etapas previas.  

A partir de la etapa de impugnaciones la Iniciativa Concursos Transparentes creó gráficos 

utilizando de los resultados de los distintos concursos, lo cual permitió visualizar un patrón 

llamativo: empates entre los concursantes con más probabilidades de acceder a los cargos. 

Estos empates son particularmente llamativos si se tiene en cuenta que los puntajes en la 

etapa de antecedentes asignaron con un grado de precisión de hasta dos decimales, lo cual 

reduce significativamente las probabilidades de que ocurra un empate fortuito. 

En este sentido, se puede mencionar, por ejemplo el concurso 46/10, que originalmente se 

llamó para cubrir una vacante para el cargo de Juez de Cámara.  

El siguiente gráfico muestra cómo evolucionaron las posiciones a lo largo del concurso. 

 Allí se puede observar: 

 Empate entre los candidatos Juan Lima y Zuleta a partir de la calificación de los 

antecedentes. 

 Triple empate (169,9 puntos) que sucede después de la entrevista personal. En tanto 

en la etapa de Entrevista Personal los resultados fueron asignados según categorías 

separadas por 5 puntos (40pts, 35pts, 30pts, etc), este empate sólo fue posible a 

partir del la asignación de puntajes en la etapa de calificación de antecedentes.  

 

 



 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

  

Concursante Pje escrito 
Posición Post 

Escrito 
Pje Oral suma1 

Posición 
Post oral 

Pje CV Pje Entrevista 
Suma 
Total 

Post 
CV+ 

Entrevi
sta 

Post 
Impugnac 

Orden de 
Mérito 

Juan Lima, 
Fernando E. 

44,00 -1 42,00 86,00 -1 55,90 40,00 181,90 -1 181,90 -1 

Zuleta, Hugo  42,00 -2 38,00 80,00 -3 61,90 40,00 181,90 -1 181,90 -1 

Diaz, Mariana 37,00 -5 42,00 79,00 -4 54,05 40,00 173,05 -3 173,65 -3 

Seijas, Gabriela 40,00 -4 41,00 81,00 -2 58,90 30,00 169,90 -4 170,90 -4 

Schafrik, Fabiana 
H. 27,00 -10 35,00 62,00 -10 67,90 40,00 169,90 -4 170,00 -5 

Cataldo, Juan V. 42,00 -2 35,00 77,00 -5 52,90 40,00 169,90 -4 169,90 -6 

 

Nota: Para ver dictámenes, CV’s, etc ir a http://bit.ly/JhONWf  

 

Evolución de las posiciones de los concursantes a medida 

que avanzaron las etapas
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Juan Lima, Fernando E.

Zuleta, Hugo Ricardo

Diaz, Mariana

Seijas, Gabriela

Schafrik, Fabiana H.

Cataldo, Juan Vicente

Ammirato, Aurelio Luis

Ivanega, Miriam Mabel

Otheguy, Osvaldo Oscar

Pico Terrero, Mariano

Barraza, Javier Indalecio

Cuello, María Cristina

Lowenrosen, Flavio Ismael

González Silvano, Edith M.

Magdaleno, Stella Maris

i) 

ii) 

http://bit.ly/JhONWf


 

Es importante aclarar que si bien este concurso originalmente se convocó para cubrir una 

vacante, semanas antes de que concluyera el proceso de selección comenzó el debate 

parlamentario sobre la posibilidad de crear una nueva sala para la Cámara CAyT, lo cual 

terminaría generando tres nuevas vacantes. La cronología de sucesos es sugerente: 

a) El 28/3/2012 en la Comisión de Justicia de la Legislatura comenzó a discutir el proyecto 

de reforma de la ley 7 que crearía una nueva Sala, y 3 nuevas vacantes. 

b) El 16/4/2012 se publicaron las calificaciones correspondientes a la evaluación de los 

antecedentes y entrevistas personales del concurso para camaristas. Resultado: 

empate entre los primeros dos concursantes, pero también el triple empate entre las 

Juezas de Primera Instancia Gabriela Seijas, Fabiana Schafrik y Juan Vicente Cataldo (en 

exactamente 169.9 puntos), quienes disputaban el tercer y cuarto lugar del orden de 

mérito para un concurso que se estaba por ampliar a cuatro cargos, en lugar del cargo 

original. 

c) El 26/4/2012 la Legislatura sancionó la ley que creaba una tercer Sala en la Cámara 

CAyT110. 

d) El 4/5/2012 La Comisión de Selección resolvió las impugnaciones, destrabando los 

empates y definiendo el Orden de Mérito definitivo.  

 

Esta situación no es particular al concurso 46/10, sino que se puede observar en el concurso 

40/10, convocado para cubrir 3 cargos de fiscales ante la Cámara Penal Contravencional y de 

Faltas. En este proceso también se produjo un improbable triple empate por el segundo puesto 

luego de las entrevistas personales entre los concursantes Riggi, Lapadú y Ducastella Arbizu, y 

un empate por el 5to puesto entre las concursantes Botana y Barcia, empate que en este caso 

no sufrió cambios a partir de las impugnaciones y por lo tanto se trasladó al Orden de Mérito. 

 

                                                 
110   46 votos favorables. Sólo la Coalición Cívica y Buenos Aires para Todos (FAP) votaron en contra de la disposición 
transitoria. Los diputados Bodart (MST) y Rinaldi (Frente Progresista Popular) se abstuvieron. Ver versión 
taquigráfica acá: http://bit.ly/PTGBhX 

http://bit.ly/PTGBhX


 

Evolución de las posiciones de los Concursantes a medida que 
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UNREIN

DUACASTELLA ARBIZU

LAPADÚ

RIGGI

BARCIA

BOTANA

BARTUMEU ROMERO

ARNAUDO

LUCANGIOLI

GARCÍA MORITAN

CUPITO

PUIME

 

Concursante 
Pje escrito 
(s/45pts) 

Posic. 
Post 

escrito  

Pje Oral 
(s/ 

45pts.) 
Suma1 

Posición 
Post Oral 

Pje CV 
(s/70) 

Pje Entrevista 
(s/40) 

Suma 2 
Posic. Post CV 
+ Entrevista 

Post 
Impugnac 

Orden 
de 

Mérito 

UNREIN 34,00 -1 45,00 79,00 -1 56,80 40,00 175,80 -1 175,80 -1 

RIGGI 30,00 -3 39,00 69,00 -4 59,00 30,00 158,00 -2 162,00 -2 

LAPADÚ 30,00 -3 32,00 62,00 -6 56,00 40,00 158,00 -2 160,20 -3 

DUACASTELLA 
ARBIZU 

28,00 -6 42,00 70,00 -3 48,00 40,00 158,00 -2 158,00 -4 

BARCIA 34,00 -1 39,00 73,00 -2 54,00 30,00 157,00 -5 157,00 -5 

BOTANA 30,00 -3 35,00 65,00 -5 62,00 30,00 157,00 -5 157,00 -5 

BARTUMEU 
ROMERO 

21,00 -9 36,00 57,00 -7 55,05 30,00 142,05 -7 142,05 -7 

Nota: Para ver dictámenes, CV’s, etc ir a http://bit.ly/HOG8aY  

 

Si bien la reforma de la ley 7 no incrementó la cantidad de cargos de Fiscal de Cámara PCyF 

disponibles, junto a la reforma que dispuso la creación de una nueva sala para la Cámara CAyT 

los legisladores acordaron extender por tres años la vigencia de los órdenes de mérito de los 

concursos 39/10 a 46/10. De manera tal que de los resultados de este concurso probablemente 

surja al menos una de los futuras Fiscales ante la Cámara PCyF111. 

                                                 
111 Es importante aclarar que ambas concursantes actualmente ocupan cargos de Fiscal ante Primera Instancia PCyF. 

http://concursostransparentes.files.wordpress.com/2012/03/lul-115-unrein-gabriel-esteban.pdf
http://concursostransparentes.files.wordpress.com/2012/03/aus-666-riggi-eduardo-javier.pdf
http://concursostransparentes.files.wordpress.com/2012/03/aus-555-lapadu-sergio-martic2a6c3bcn.pdf
http://concursostransparentes.files.wordpress.com/2012/03/may-708-duacastella-arbizu-luis.pdf
http://concursostransparentes.files.wordpress.com/2012/03/lul-112-barcia-claudia.pdf
http://concursostransparentes.files.wordpress.com/2012/03/may-711-botana-maric2a6c3bca-fernanda.pdf
http://concursostransparentes.files.wordpress.com/2012/03/lul-118-bartumeu-romero-marcelo.pdf
http://bit.ly/HOG8aY


 

 En tanto la única etapa que quedaba por realizarse al momento de la sanción de la ley era la 

resolución de impugnaciones, y los resultados de todas las etapas previas junto a las posiciones 

de los concursantes ya eran públicas, la discusión sobre la necesidad crear una nueva sala para 

la Cámara CAyT, y de extender o no la vigencia de los órdenes de mérito se podría haber visto 

influida por la cuestión de quiénes accederían a los cargos que se abrieran en el futuro. 

Si bien no hay información suficiente para comprender si los empates son hechos fortuitos o 

producto de un cálculo estratégico de parte de la comisión de selección, el hecho de que el 

Reglamento actual habilite estas posibilidades debería ser considerado un llamado urgente a 

la reforma. Los Consejeros no deberían tener la posibilidad de asignar más de la mitad de los 

puntos; tampoco deberían tener la facultad de alterar aquellas calificaciones dispuestas por el 

Jurado. Mucho menos debería conceder estas potestades a los Consejeros cuando conocen 

cómo vienen posicionados los concursantes. 

 Este marco normativo es contrario a lo que imaginaron los Convencionales al crear el Consejo 

de la Magistratura y la necesidad de implementar un sistema de concursos. Allí se afirmó: 

“Queremos que la designación de los magistrados esté sujeta a estrictos parámetros que 

garanticen la imparcialidad. En fin, queremos que exista transparencia en la Justicia y absoluta 

independencia en los mecanismos de selección y en los criterios de designación de los jueces.”112 

 

V. Recomendaciones 

 Establecer mecanismos para el registro de todas las etapas de un concurso, 

previendo recursos para la filmación de las etapas orales cuando existiesen. 

 Establecer el libre acceso a toda la documentación existente sobre cada una de las 

etapas del proceso con razonable antelación al vencimiento del plazo para la 

presentación de impugnaciones. 

  Crear mecanismos para la digitalización de la documentación de cada una de las 

etapas, sistematización de dicha información y su puesta a disposición en Internet, 

previendo herramientas de búsqueda que faciliten el acceso. 

 Prever la necesidad de que aquellos que resuelven las impugnaciones sean 

especialistas en las distintas áreas que deben evaluar. Si el jurado que asignó 

                                                 
112 Intervención del Sr. Enríquez. Ver Convención Estatuyente: http://bit.ly/VHcxbJ  

http://bit.ly/VHcxbJ


 

calificaciones en las etapas técnicas no resuelve las impugnaciones a las 

calificaciones asignadas en dichas etapas (lo cual sería recomendable), deberían 

presentar un dictamen respecto de cada una de las modificaciones dispuestas por el 

Comité que se disponga para resolver impugnaciones, quedando bajo la 

responsabilidad del Plenario la resolución final de la cuestión (el cual debería 

expresar sus fundamentos atendiendo los argumentos del Jurado). 



 

Género 

l presente capítulo es un acercamiento inicial al estudio de la relación entre el género de 

los concursantes y los resultados que obtienen.  Este análisis preliminar clasifica a los 

concursantes en varón y mujer. Sin embargo, entendemos que, por diferentes razones, esta 

categorización puede ser equivocada. Entre otras, porque las bases de datos de las que 

disponemos no indican el sexo de cada concursante y la clasificación fue realizada de manera 

aproximada, utilizando como criterio listados de nombres publicados por la Provincia de 

Buenos Aires113. Sin embargo, consideramos importante aclarar que la categorización varón-

mujer puede no resultar exhaustiva o apropiada para diferenciar a todas las personas114.  

 

A partir de la creación del Observatorio de Género del Consejo de la Magistratura de la Ciudad 

de Buenos Aires surge la posibilidad de profundizar y ampliar el presente estudio: uno de los 

aspectos pendientes es poner en discusión el uso de esta diferenciación binaria de las 

personas, no solo por ser ―posiblemente― acotada o errada (y por ende generar distorsiones en 

la medición), sino también por su posible contribución a la discriminación de parte de la 

población. 

En la Ciudad de Buenos Aires, según datos de la Oficina de la Mujer de la Corte Suprema de 

Justicia de la Nación de 2011 -es decir, antes de las  64 designaciones- el 49% del personal del 

Poder Judicial es clasificado como de sexo femenino. Sin embargo, este porcentaje disminuye 

                                                 
113 Ver listado acá: http://bit.ly/LRqtp0 Este listado clasifica a los nombres en dos categorías, varón y mujer. Si bien 
actualmente estos listados tienen carácter orientativo, hasta hace pocos años  listados de contenido similar eran 
taxativos y de cumplimiento obligatorio.  
Nota: Estos Procesos de Selección comenzaron antes de que se sancionara la Ley de Identidad de Género (mayo 
2012), que permite que los interesados modifiquen el nombre de pila y sexo que fueron inscriptos en su documento 
nacional de identidad. 
114 En este sentido, la Intersex Society of North America, por ejemplo, explica: “Intersex es un término general 
utilizado para una variedad de condiciones en las cuales una persona nace con una anatomía sexual que no parece 
ajustarse a las definiciones típicas de masculino o femenino. Por ejemplo, una persona puede nacer con una 
apariencia superficial femenina, pero con predominio de una anatomía típicamente masculina en el interior. O una 
persona puede nacer con genitales que parecen estar en el medio de lo que típicamente se denomina de tipo 
masculino o femenino. Por ejemplo, una mujer puede nacer con un clítoris llamativamente grande, o sin una 
abertura vaginal, o un varón puede nacer con un pene notablemente pequeño, o con un saco escrotal que se 
encuentra dividido de manera tal que su forma se asemeja a labios genitales.  O una persona puede nacer con un 
mosaico genético, de manera tal que algunas de sus células tienen cromosomas XX  y otras tienen XY.” (Traducido al 
castellano por ACIJ) Ver texto original en http://bit.ly/4oa9gc  
 

E 

http://bit.ly/LRqtp0
http://bit.ly/4oa9gc


 

en más de un punto cuando se acota el estudio a los cargos de mayor jerarquía dentro del 

Poder Judicial.115 

 

 

 

I. Conformación del Consejo de la Magistratura y sus 

Comisiones 

En la Ciudad de Buenos Aires el marco normativo que regula la conformación del Consejo de la 

Magistratura establece dos reglas que tienen por objetivo generar garantías de trato 

igualitario en términos de género. 

Integración del Consejo de la Magistratura:   

 Los miembros de cada estamento del Consejo de la Magistratura no pueden, en 

ningún caso, ser todos/as del mismo sexo. 

 Los dos primeros/as candidatos/as de cada lista, tanto de jueces y juezas, como de 

abogados y abogadas no pueden ser del mismo sexo116. 

                                                 
115 Datos de 2011. Tomados de la página web de la OM de la CSJN: http://bit.ly/XYEKas  
116 Ver art. 12 de la Ley 31: http://bit.ly/XPbSAh  

http://bit.ly/XYEKas
http://bit.ly/XPbSAh


 

Estas reglas son importantes para que la perspectiva de género esté contemplada en el seno 

del organismo que administra el Poder Judicial, y tiene entre sus funciones la de seleccionar y 

sancionar a sus miembros. 

El Consejo de la Magistratura está integrado por 3 mujeres de un total de 9 Consejeros, lo cual 

no refleja el porcentaje de mujeres de la sociedad, ni el del Poder Judicial local: integrado en un 

49% por mujeres. Esta misma proporción de mujeres ocuparon cargos de Consejeras durante el 

periodo de los concursos observados. En el marco de los concursos en la CABA el Consejo, a 

través de la Comisión de Selección, califica antecedentes y entrevistas personales: 110/200 

puntos totales asignados. 

Sin embargo, durante el desarrollo de los concursos la Comisión de Selección del Consejo de la 

Magistratura estuvo a cargo de tres varones. La participación de mujeres en esta Comisión 

incrementaría las garantías de un trato igualitario. La participación de mujeres en estas 

instancias es particularmente importante en tanto: 

 La entrevista personal se califica a partir del análisis subjetivo que realizan los 

Consejeros del perfil y las respuestas ofrecidas por el Concursante durante la 

entrevista. 

 Las etapas que califican los Consejeros son centrales en la determinación del Orden 

de Mérito, en tanto los Consejeros califican estas etapas conociendo los resultados 

de las etapas precedentes.  

Por lo tanto es fundamental que el reglamento interno del Consejo117 extienda las regulaciones 

sobre género a la integración de las Comisiones.  

 

II. Conformación de los Jurados 

Existe una disposición que tiene por objetivo la conformación de Jurados equilibrados en 

términos de género. El artículo se refiere a las listas de expertos que envían los Estamentos 

para conformar los jurados: 

 

                                                 
117 Ver art. 14 del Reglamento Interno del Plenario y Comisiones del Consejo: http://bit.ly/ZxVuW2  

http://bit.ly/ZxVuW2


 

 

 

“Dicha lista no deberá contener más de un setenta por ciento (70%) de personas de un 

mismo sexo” 

 

En primer lugar, tal como se detalló en el capítulo sobre Jurados, el Consejo de la Magistratura 

no realiza un control sobre las listas de expertos que recibe, y los Estamentos no cuentan con 

disposiciones internas para definir los criterios que serán utilizados para la selección de 

expertos a ser propuestos. Este vacío normativo ha derivado en que al menos tres Estamentos 

enviaran listas que no cumplen con la normativa vigente:  

 

Expertos propuestos 

Estamento 
Sexo  

Varones Mujeres %Mujeres118 

Cámara CAyT 27 4 12,9 

MPT 4 2 33,3 

MPD 4 2 33,3 

MPF 4 2 33,3 

UBA 37 5 11,9 

Legislatura 30 7 18,9 

CPACF 18 24 57,1 

TSJ 28 13 31,7 

 

                                                 
118 Ver listas de expertos: http://bit.ly/YuNEyF  

http://bit.ly/YuNEyF


 

A su vez, cabe destacar que la normativa prevista regula únicamente las listas de expertos que 

envian los Estamentos, y no la conformación de Jurados en sí. Por lo tanto, aún cuando cada 

Estamento cumpliera con los porcentajes máximos previstos de personas de un mismo sexo, 

sería posible -y contemplando los porcentajes de mujeres que envía cada estamento, 

probable- que un Jurado se constituya exclusivamente por personas de un mismo sexo. Si se 

pretende contar con Jurados plurales, es necesario que el Reglamento lo contemple 

específicamente, y regule no sólo las listas que envían los Estamentos, sino también el sistema 

de sorteo. 

En tres de los ocho concursos analizados se observó una composición desequilibrada en 

términos de sexo, con sólo una mujer entre los cinco miembros del Jurado (20%)119. 

 

 

III. Renuncias de mujeres concursantes 

Para analizar con mayor detalle la cuestión de género en el marco de un proceso de selección 

se tomó como ejemplo el concurso 42/10, convocado para cubrir 18 cargos de Fiscal de Primera 

Instancia PCyF. Se eligió este concurso por ser para cargos de primera Instancia, y por ser el 

más numeroso en participantes – lo cual en principio reduciría el impacto de algunas 

distorsiones. A su vez, la Oficina de la Mujer proporciona información sobre la composición del 

MPF hasta 2011, lo cual permite tener información de base para realizar comparaciones. 

En este concurso se observa una baja participación de mujeres desde el momento de la 

inscripción (40%), y un abandono mayor o igual que en el caso de los varones a lo largo de 

todas las etapas.  

 

 

 

 

 

 

                                                 
119 Ver composición de los Jurados de los concursos 42, 43 y 44: http://bit.ly/XqcQcT  

http://bit.ly/XqcQcT


 

 

Participantes concurso Fiscales 1ra Instancia PCyF 

Etapa Varones Mujeres %Mujeres 

Listado definitivo 
de inscriptos 314 223 41,53% 

Se presentaron al 
examen escrito 129 62 32,46% 

Se presentaron al 
examen oral 82 41 33,33% 

Se presentaron a 
Entrevista Personal 82 40 32,79% 

Designaciones 17 6 26,09% 

 

IV. Desempeño 

Del promedio de calificaciones se observa que las mujeres obtuvieron mejores resultados en el 

examen escrito y antecedentes que en las etapas orales. Cabe recalcar que el jurado que 

calificó este examen estaba compuesto po 4 varones y 1 mujer, lo cual es un dato relevante en 

tanto –a diferencia del examen oral- el examen escrito es anónimo. A su vez, es importante 

tener en cuenta, al evaluar esto resultados que la Comisión de Selección que califica 

antecedentes y entrevistas personales estaba compuesta exclusivamente por varones. 

 

Rendimiento concursantes para el cargos de Fiscal de Primera Instancia en 
lo Penal Contravencional y de Faltas 

Etapa 
Puntaje 

Promedio 
Varones 

Puntaje 
Promedio 
Mujeres 

Total 
Participantes 

varones 

Total 
Participantes 

mujeres 

Ex. Escrito 23,29 24,93 129 62 

Ex. Oral 33,36 33 82  41 

Antecedentes 42,13 43,46 82 40 

Entrevista 25,48 23,87 82 40 

 



 

V. Resultados 

Los resultados de los procesos de selección realizados durante el período 2010-2012 han 

acentuado la composición desigual del Poder Judicial de la Ciudad en términos de género:  

 

Género en la composición del Poder Judicial

0% 10% 20% 30% 40% 50% 60% 70%

Designaciones

en cargos de 1ra

Instancia  2013

Jueces de 1ra

Instancia 2011

Fiscales ante

1ra Instancia

2011

Total  sistema

Judicial CABA

2011

Mujeres

Varones

 

 



 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

Aún se deben evaluar con mayor detalle las distintas causas que llevaron a que el porcentaje 

de mujeres que resultó designada en la mayoría de estos concursos fuera menor al porcentaje 

de mujeres que efectivamente ocupan estos cargos. A su vez, sería importante que el Consejo 

de la Magistratura evaluara la conveniencia de clasificar a los concursantes de acuerdo al 

género que estos elijan al inscribirse. Poder contar con datos desagregados facilitaría el 

seguimiento de esta variable a lo largo del tiempo, con el objetivo de profundizar su estudio, 

comprender sus causas subyacentes y encontrar los mecanismos más efectivos para que el 

Poder Judicial logre una composición equitativa en términos de género.      

 

                                                 
120 Las designaciones en cargos de Cámara fueron las siguientes. Jueces/as Cámara CAyT: 3 varones y 1 mujer; 
Fiscales ante Cámara PCyF: 3 varones; Fiscal ante Cámara CAyT: 1 mujer. No han sido incluidos en estos cálculo en 
tanto la mayoría de ellos/as ya trabajaba en el Poder Judicial, en cargos de primera Instancia. 

Designaciones en cargos de Primera Instancia120 

 Varones Mujeres Total 

Jueces 10 4 14 

Asesoría General Tutelar 0 2 2 

Ministerio Público Fiscal 17 6 23 

Defensoría 6 11 17 

Total 33 23 56 
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